LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA

CUERPO DE TAQUÍGRAFOS

AUDIENCIA PÚBLICA

LEY PROVINCIAL DE PRESUPUESTO

13 de diciembre de 2010

-En la ciudad de Córdoba, a 13 días del mes de diciembre, siendo la hora 9 y 36:

Sr. Presidente (Heredia).- Buenos días.


Damos comienzo a las actividades del día de hoy relacionadas con la Audiencia Pública legislativa referida al tratamiento de la Ley de Presupuesto, Código Tributario y Ley Impositiva de la Provincia de Córdoba para el Ejercicio 2011.


Los señores participantes de esta Audiencia que han confirmado su participación conocen cuál es la metodología a seguir para sus exposiciones.


Para no abundar en detalles y no extendernos en el tiempo, está a disposición de todos el Reglamento de esta Audiencia Pública, por lo que vamos a omitir su lectura dando, por tanto, formalmente apertura a la Audiencia Pública legislativa de Ley de Presupuesto, modificaciones al Código Tributario y Ley Impositiva de la Provincia de Córdoba para el Ejercicio 2011.


Invitamos a los ingenieros Marcelo Funes Correa y  José Antonio Ligambi a hacer uso de la palabra en representación del Colegio de Ingenieros Civiles de la Provincia de Córdoba.

Sr. Ligambi.- Buenos días, señor presidente.


Agradeciendo en nombre del Colegio de Ingenieros Civiles de la Provincia de Córdoba la invitación recibida, queremos aprovechar para hacer notar una cuestión particular que hace a nuestro ejercicio profesional y que involucra a la Ley Impositiva vigente y al proyecto de Presupuesto para el año 2011.


Concretamente se refiere al artículo 57 que establece las Tasas Retributivas de Servicios para el Ministerio de Agricultura. Haciendo un poco de historia, este artículo se incorpora recién en la Ley Impositiva para el año 2010, y los valores que tienen actualmente como los que se proyectan para el año 2011 son realmente excesivos y distorsivos para el costo de nuestra actividad profesional.


Si uno hace un análisis de todas las tasas que corresponden al Ministerio de Agricultura, vamos a ver que ninguna de ellas cuenta con cuatro cifras, como corresponde según el artículo 57 cuando se refiere a la parte específica de subdivisión de inmuebles rurales. Solamente hay cuatro cifras que superan los miles de pesos  en lo que hace a la habilitación y reinscripción en el Registro de establecimientos lácteos dados de baja.


En nuestro caso, presentar un expediente para la aprobación definitiva por la Dirección de Catastro y, posteriormente, su inscripción, significa pagar una tasa de 2.000 pesos.


Quiero darles solamente dos ejemplos para que quede en claro de qué estamos hablando. Todo inmueble rural de la Provincia de Córdoba sujeto a subdivisión necesita, como medida preparatoria, pasar por el Ministerio de Agricultura que analiza la posibilidad de la división. En primer lugar, quiero darles el ejemplo de Tosquitas. Su Municipalidad, en el plan de gasoductos que el Gobierno de la Provincia de Córdoba está haciendo, acuerda con un productor agropecuario la cesión de una porción de su terreno para que puedan hacer su planta reductora de gas. En el trámite correspondiente para que ingrese al Ministerio de Agricultura a fin de que éste dictamine que no tiene competencia para intervenir dada la finalidad, hay que hacer un sellado de 2000 pesos.


El segundo caso que quiero plantearles es más complejo. Se trata de un inmueble rural, por ejemplo, en Villa Retiro, fuera del radio municipal. La división de un inmueble de 5 hectáreas, es decir, una quinta que deja de ser tal para tener parcelas con destino de viviendas, que colinda con un canal de riego y con la misma ruta que va a Colonia Tirolesa, pasa a ser un caso complejo y paso a explicar por qué.


Los honorarios de mensura y subdivisión de ese predio, de acuerdo con la Ley de Ejercicio Profesional que nos rige, son 1.875 pesos. Para poder llegar a la aprobación definitiva del expediente hay que pasar previamente por la Dirección Provincial de Vialidad, cuya tasa correspondiente al sellado por colindar con una ruta provincial, es de 7 pesos, de acuerdo con el proyecto de ley.  Además, hay que pasar por la Dirección de Recursos Hídricos porque colinda con un canal, cuyo sellado es de 7 pesos. Hay que pasar por el Ministerio de Agricultura porque se trata de una subdivisión de un inmueble rural; la tasa correspondiente es de 2.000 pesos. Luego se ingresa a la Dirección de Catastro, donde se hará el expediente definitivo, y se paga un aforo de 150 pesos, aunque en el nuevo proyecto se ha elevado a 187,50 pesos. Finalmente, para inscribir ese plano aprobado en el Registro General de la Provincia se debe pagar 42 pesos por parcela, por lo que en este caso estaríamos en el orden de los 210 pesos.


Es decir, haciendo un racconto de lo que hemos tenido que pagar para la aprobación del expediente en cuestión, la tasa que corresponde al Ministerio de Agricultura de 2.000 pesos supera los honorarios profesionales para hacer el trabajo. Evidentemente, existe una distorsión entre el costo de nuestro trabajo y la inscripción de ese inmueble.


En definitiva, pedimos que se revean esas tasas y que se las fije acorde a lo que significa para el trabajo profesional ya que es una medida preparatoria.


Concretamente, solicitamos que todo lo contemplado en el artículo 57 se divida por 10, lo que significaría tener un valor de 200 pesos para un expediente que ingrese como mensura y subdivisión al Ministerio de Agricultura y que todos los demás ítems –que son variantes del mismo punto- relacionados con valores superiores a los 1.000 pesos, también se dividan por 10, salvo el ítem 3.2, que es el gasto de movilidad porque consideramos oportuno el valor fijado de un peso por kilómetro recorrido en el caso de que deban hacerse algunas inspecciones sobre el inmueble.


En aras a la brevedad, nos queríamos referir concretamente a esto, porque consideramos que es un valor distorsivo dentro de nuestros trabajos profesionales y pedimos que la Comisión lo analice y lleve al Pleno una modificación en el sentido planteado.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Gracias por su participación.


¿Nos deja un memorial o tomamos la versión taquigráfica?

Sr. Ligambi.- No traje nada preparado pero si quiere se lo puedo acercar.

Sr. Presidente (Heredia).-  Tomamos la versión taquigráfica.


Muchas gracias por su participación.


Invitamos a la Cámara de Comercio de Córdoba en la presencia del señor vicepresidente, a cargo de la Presidencia, señor Horacio Busso.

Sr. Busso.- Buenos días.


Señor presidente: la Cámara de Comercio de Córdoba se va a referir en esta Audiencia, en forma específica, al proyecto de Ley Impositiva en lo atinente al Impuesto sobre los Ingresos Brutos.


La parte relevante a destacar es la elevación de los montos de facturación anual para acceder a la reducción del 30 por ciento del mencionado tributo que la entidad considera un gesto favorable, valorable y promisorio aunque su incidencia estará limitada a una franja de contribuyentes.


Es un gesto favorable, porque aunque se trate de una actualización de montos -y no de una reforma de fondo- entra a reducir la incidencia del gravamen sobre la rentabilidad de las empresas.


Es valorable porque significa asumir implícitamente que el Impuesto sobre los Ingresos Brutos requiere cada vez más agentes operativos para superar en parte sus deficiencias congénitas.


Es promisorio porque abre la posibilidad de seguir discutiendo otras formas suplementarias y progresivas de cambios en profundidad hasta la eliminación del tributo.

Sin embargo, debemos señalar que por su carácter horizontal, la medida no contempla la situación de algunos rubros que emprendan condiciones particularmente difíciles: aumentos de costos superiores al promedio, proveedores concentrados, precios condicionados, falta de mercadería, reducción drástica de los márgenes de comercialización, que pueden mencionarse como cuestiones coincidentes e incidentes que habría que contemplar en cada caso particular.

Por lo tanto, pedimos que luego de esta Audiencia se habilite una instancia de análisis de los casos puntuales que posibilite corregir el desequilibrio señalado antes de la aprobación definitiva de la ley.

Sin dudas, la Cámara de Comercio de Córdoba ratifica la opinión que tiene desde hace años en el sentido de que la esencia de estos desequilibrios permanentes se encuentra las dos condiciones altamente antagónicas de este Impuesto: es distorsivo pero tiene una gran productividad fiscal. 

Esta opinión está en línea con lo establecido en el Pacto Federal suscrito por la Nación y la Provincias el 12 de agosto de 1993 en el que se estipuló que en el plazo de tres años, el Impuesto sobre los Ingresos Brutos debía ser reemplazado por un tributo general al consumo que mejorase la neutralidad tributaria y la competitividad general de la economía. De aquel compromiso, las provincias sólo cumplieron con las exenciones otorgadas a la etapa productiva, que compensaron con mayores alícuotas al comercio y los servicios, lo que se tradujo en una enorme transferencia de recursos de estas actividades hacia las exentas.


Tampoco se cumplió con el posterior Compromiso Federal suscripto el 6 de diciembre de 1999, ratificado por la Ley 25.235, destinado a promover una armonización tributaria general entre los niveles provinciales y municipales. Dicho objetivo hoy toma nueva relevancia ante el avance desmesurado del denominado “Impuesto a la Valija”, utilizado por muchas municipalidades como mecanismo de obtención de recursos adicionales. Esta situación es, en definitiva, la consecuencia de las crecientes necesidades fiscales de las distintas jurisdicciones, en el contexto de un esquema de distribución de los recursos totales de la Nación altamente inequitativo: las provincias ejecutan la mitad del gasto público y reciben apenas una cuarta parte de los ingresos nacionales.


En este contexto, la sustitución o modificación del Impuesto a los Ingresos Brutos no resulta una cuestión sencilla, y menos si se la plantea como objetivo para una sola jurisdicción provincial y si, al mismo tiempo, se tiene como meta ineludible hacerlo de tal manera que asegure un similar rendimiento tributario.


Teniendo en cuenta opiniones y trabajos especializados de reconocidos tributaristas, se concluye que no es posible encontrar un solo impuesto ideal como sustituto, a menos que se acepte aplicar alícuotas elevadas y se asuma que tendrá una alta evasión.


Alternativas como un impuesto al consumo, un impuesto a las ventas minoristas, un IVA provincial, un IVA compartido, un sistema de módulos o de patentes u otras, suponen ventajas y desventajas en iguales proporciones y probablemente la sustitución ideal pase por una combinación de instrumentos que posibilite ampliar la base de contribuyentes con menor presión impositiva individual.


Por ello, inevitablemente al tratar cada proyecto de Ley Impositiva Provincial aparece la necesidad primaria de avanzar en un nuevo concepto de coparticipación federal de impuestos, plasmado en una ley que sustituya a la 23.548 vigente.


Hablar de un nuevo concepto implica ir más allá del mandato incluido en la última reforma constitucional y establecer bases distintas a las existentes, por ejemplo, considerar que recursos tales como los que provienen de los impuestos a los combustibles y a determinados consumos deban ser compartidos por la Nación con las provincias. Hasta que ello ocurra, la Cámara de Comercio de Córdoba considera que el tema del Impuesto sobre los Ingresos Brutos no debe seguir planteado como una cuestión de alícuotas y que debe tratarse incluyendo objetivos de mayor armonización con los municipios, simplificación instrumental y reducción de la presión global.


En ese sentido, la entidad propone que, a partir de las últimas desgravaciones sectoriales y beneficios horizontales dispuestos por el Gobierno, se analicen loa siguientes próximos objetivos: a) Fijación de bases tributarias distintas, según las actividades gravadas, teniendo en cuenta que en la realidad el sector comercial y de servicios está integrado por 232 rubros y subrubros y no por los códigos tributarios teóricos. Una actualización en este aspecto propendería a evitar el efecto confiscatorio en algunos casos y la evasión preventiva que alienta la generalización en otros; b) Revisar el esquema de exenciones objetivas y subjetivas vigentes; c) Sustituir el actual sistema de mínimos, por uno de patentes equivalente a las categorías del monotributo; d) Establecer como hipótesis de trabajo la reducción de alícuotas vigentes en un 0,5 por ciento; e) Restablecer las funciones del Tribunal Fiscal para garantizar a los contribuyentes decisiones que estén fuera del mismo organismo fiscalizador –como es en la actualidad- y reducir drásticamente la vía judicial y los tiempos de resoluciones. Paralelamente, se debe habilitar la posibilidad de que los contribuyentes se allanen al pago parcial, en los casos en que no se haya cuestionado montos totales para agilizar la percepción de sumas que, de otra manera, el Estado no cobra.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Muchas gracias por participar.


Tienen la palabra los representantes de la Cámara Empresarial de la Salud de Córdoba, los contadores Pedro Flores Nicolini, Gustavo Trabalini y Flores.

Sr. Flores.- Desde hace más de 10 años, estamos planteando el tema que hoy traemos a consideración: la exención de Ingresos Brutos al sector Salud; específicamente a la facturación que va a las obras sociales sindicales, a las provinciales y a las nacionales, como el caso del PAMI. 
 
El año pasado, la Unicameral votó la exención de Ingresos Brutos, tal cual lo podemos corroborar en la versión taquigráfica de la sesión respectiva. Después, no sabemos porqué motivo, no pudimos gozar de esa exención, solamente se cambió un párrafo de lo que ustedes votaron.


Nuestro sector merece estar exento del Impuesto sobre los Ingresos Brutos porque, siendo generador de empleo y de mano de obra intensiva, en los últimos años se ha visto muy perjudicado y no ha podido hacer las inversiones necesarias para su crecimiento. Nosotros no solamente estamos tributando Ingresos Brutos, sino, además, lo hacemos con la tasa municipal a nuestra facturación y a la Caja de Previsión de los Profesionales de la Salud, todo lo cual suma, aproximadamente, el 4 por ciento, frente a otras jurisdicciones, como, por ejemplo la Ciudad de Buenos Aires con el 1,1 por ciento y la Provincia de Buenos Aires con el 1,5 por ciento. 


De acuerdo a las estadísticas del Ministerio de Salud, en los últimos tres años se han cerrado más de 58 establecimientos en la Provincia de Córdoba; esto se traduce en una transferencia de costos del sector privado al público, y es mucho más importante que lo que estamos tributando en Ingresos Brutos. Es mayor el costo de lo que tiene que hacer el Estado en la atención de la salud por las clínicas que han cerrado que lo que las clínicas estamos tributando.


Por todas estas razones, queremos este año se concrete lo que se votó el año pasado en la sesión en que se trató el Presupuesto con relación al tema al que estamos haciendo referencia.

Quisiera que nuestra asesora, contadora Di Carlo, que está como representante de la Asociación de Clínicas, dé algunos detalles técnicos, ya que estamos en el tema.

Sr. Presidente (Heredia).- Por supuesto.


Adelante contadora. Buenos días.

Sra. Di Carlo.- Buenos días.


Los prestadores de salud de la Provincia de Córdoba vienen realizando una gestión ininterrumpida de pedidos en cuanto a la disminución de la presión tributaria que se ejerce sobre este sector, puesto que no es un sector fijador de precios en la mayoría de sus prestaciones y se ve cargado de una presión tributaria, directa e indirecta, muy pesada sobre sus montos.


En primer lugar, quiero aclarar que el sector no se beneficia con la reducción del 30 por ciento con la que se benefician algunas actividades, atento a que factura por sí y por terceros efectores que prestan servicios dentro de sus entidades sanatoriales, por lo que los montos de facturación son altos. Hoy, ninguna entidad sanatorial puede gozar de ese beneficio de reducción.


Por otro lado, cabe tener en cuenta que, más allá del tributo Ingresos Brutos, cuya alícuota es alta -2 por ciento-, las entidades de salud también tributan el Impuesto de Sellos sobre los contratos, lo que representa el 0,5 por ciento; incluso, pagan este impuesto sobre los contratos de la obra social provincial, APROSS, y de las demás obras sociales nacionales y provinciales. Además paga un impuesto indirecto solapado -que todos sabemos que existe sólo en nuestra Provincia-: la Caja de Médicos, que representa el 1,33 por ciento de la facturación. Sumando estos tres tributos, las entidades de salud están tributando hoy el 3,85 por ciento del total bruto de su facturación. 


Como bien dijo el contador Flores, otras provincias tienen alícuotas que varían entre 1,1 y 1,5 por ciento, entonces, el 3,85 por ciento para el sector es muy elevado. Por ello, se consensuó entre los distintos actores a nivel público y privado, en el año 2009, la posibilidad de reducir estas alícuotas, aunque más no fuera para las prestaciones a las obras sociales, teniendo en cuenta el contexto social en el que se hacen, puesto que es obligatoria para todos los afiliados, es decir, para el personal en relación de dependencia.


Lo que se proponía era que la Provincia se alineara en la conducta tributaria de la Nación, para que estas prestaciones quedaran exentas del Impuesto sobre los Ingresos Brutos y gravadas, en última instancia, con la alícuota general, las prestaciones particulares.


El legislador presidente de esta comisión asintió la posibilidad de que esto sucediera, y así lo expuso en la presentación de motivos de la modificación del Código Tributario el año pasado; pero, cuando leímos la norma vimos que en ella no quedó plasmado esto sino que quedó una pequeña modificación en la que se establece que podían deducirse de las prestaciones los conceptos ya retenidos por las obras sociales, situación que ya estaba implícitamente en la ley tributaria puesto que las entidades de salud tributan por lo percibido. Es decir, eso ya lo venían deduciendo, no se modificaron en nada las características tributarias de este tipo de prestaciones. Ver que la ley no preveía ningún tipo de modificación nos produjo una gran decepción.


No nos queda más que reiterar nuestro permanente pedido con relación a que se tenga en cuenta que las entidades de salud no son fijadoras de precios, porque éstos vienen fijados –sobre todo en el área de las obras sociales provinciales y nacionales- por las obras sociales, el elevado aumento de los costos, ya sea directos, medicamentos, tecnología y demás, que sufren las entidades y no pueden ser trasladados a su facturación. Por eso, agradecemos que tengan en cuenta  nuestro pedido porque la situación es cada vez más acuciante.

Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Gracias, contadora Di Carlo. Queremos agradecer la participación de la Cámara Empresarial de la Salud de Córdoba, en la persona de los contadores Pedro Flores y Gustavo Traballini en esta Audiencia. Vamos a tomar la versión taquigráfica como memorial.


Invitamos a la representación de APYME, señor Vicepresidente, contador  Eduardo Fernández, y el señor Secretario Gabriel Tobal.

Sr. Fernández.- Buenos días.


En primer lugar, quiero manifestar en nombre del presidente de APYME, que, lamentablemente, no pudo asistir porque está enfermo, el beneplácito que significa seguir participando en este instituto público democrático como es la Audiencia Pública. 

Como venimos haciendo los últimos años, ratificamos y decimos que para que este instrumento sea útil tiene que tener una mejor herramienta y seguimos con nuestra propuesta de creación de una  oficina presupuestaria de carácter permanente, dependiente del Poder Legislativo con participación de la ciudadanía y sus instituciones que permita en tiempo y forma no sólo el control sino el diseño de un Presupuesto efectivo que mida el resultado de los gastos y su racionalidad, controle políticas de recursos públicos equitativas y progresivas proponiendo la rectificación y adecuación de las mismas en tiempo y forma.

Lo reiteramos todos los años porque creemos que esta institución se va desvalorizando. Vemos cómo no sólo las entidades empresarias sino también la ciudadanía no encuentran -por la rapidez del tratamiento del Presupuesto- eco para proponer con racionalidad una estructura impositiva de gastos justos en la Provincia.

Analizamos el Presupuesto 2011 diciendo que, si bien en lo financiero - a fin de año- estamos con una situación que parece más holgada en relación con la de final del año pasado, con un resultado proyectado de casi 944 millones de pesos, el impacto de los pagos de la deuda pública terminará provocando un déficit en el resultado del ejercicio de 620 millones de pesos,  como reconoció el Ministerio de Finanzas. Creemos que esto es consecuencia de un manejo no adecuado del endeudamiento en los últimos años, a pesar de que la Provincia adhirió al Programa de Desendeudamiento del Gobierno nacional.

En lo que hace al Presupuesto 2011, como también a las propuestas de modificación impositiva, se sigue  reflejando un modelo de Estado que es la continuidad matizada de los años ’90. Existe en las proyecciones, tanto de gastos como de recursos, una importante subestimación al utilizarse variables que contiene el Presupuesto nacional como crecimiento del PBI del 4,3 por ciento, inflación el 9 por ciento  y tipo de cambio de pesos 4,10 por dólar. Este mismo criterio se viene repitiendo desde años anteriores y provoca que luego los niveles de recaudación como los de gastos finalmente ejecutados, sean considerablemente diferentes a los aprobados inicialmente, lo que provoca que las posteriores modificaciones de las partidas sean direccionadas sólo por el Ministerio de Finanzas sin la participación directa de la Legislatura que a estos efectos es sólo informada.

Reiteramos, como en muchas otras oportunidades, nuestra posición crítica a la política impositiva que viene transformando a la estructura tributaria en cada vez más regresiva y dependiente. El sistema impositivo sigue basado en tributos indirectos como el de Ingresos Brutos que, aún con los cambios propuestos en el actual Presupuesto y Ley Impositiva, no logra revertir, sin embargo, la regresividad en los ingresos propios: 8 de cada 10 pesos que va a obtener la Provincia como recursos propios provienen de Ingresos Brutos.


Tampoco existe en este Presupuesto la voluntad política de avanzar hacia una estructura tributaria basada en principios de equidad, proponiendo solo incrementos al Inmobiliario Urbano entre el 6 y el 17 por ciento, y nada en lo que se refiere a la revaluación de inmuebles rurales sobre la base de sus precios de venta, hecho que impactaría específicamente en la recaudación del Inmobiliario Rural que, curiosamente, recauda cada vez menos en comparación con el resto de los recursos fiscales; los aportes de este sector también se ven deformados y se destinan casi exclusivamente hacia el propio sector, o sea, el beneficiario es el sector agropecuario.


También con los recursos de origen nacional sucede algo parecido; estos ingresos que tienen origen en la Coparticipación Federal, en el Fondo de Financiamiento Educativo y en el llamado “Fondo de la Soja”, representarán el 58 por ciento de lo previsto recaudar en el 2011, lo que viene a reafirmar la dependencia fiscal con el Gobierno nacional de años anteriores; y si sumamos además el financiamiento de la Caja de Jubilaciones y las variadas obras públicas a ejecutarse con fondos nacionales, el cuadro de dependencia financiera se profundiza sensiblemente contraponiéndose claramente con el discurso de autonomía que pronuncia el Gobierno provincial.


Respecto del gasto en educación, tenemos una opinión que no vamos a expresar sino que la vamos a dejar por escrito porque ha sido causa de conflicto. 

En este sentido y en relación al presupuesto de esta área, diremos que el Gobierno provincial ha hecho conocer a la opinión pública que, en cumplimiento de la nueva ley de Educación Provincial, destinará el 41 por ciento el Presupuesto total que asciende a los 18.725 millones de pesos para esa finalidad; es decir, algo más de 7.686 millones. Advertimos que con este criterio de finalidad se están computando muchos gastos que están vinculados indirectamente con la educación y no relacionados directamente con el sistema educativo provincial que está a cargo de la jurisdicción respectiva, esto es, el Ministerio de Educación. Así, por ejemplo, se han incluido gastos de la Secretaría de Cultura por 113 millones, gastos del Ministerio de Ciencia y Técnica por 51 millones, los gastos del PAICOR por aproximadamente 500 millones y gastos de deuda por financiación de obras en educación por 132 millones.

Consideramos en este caso que lo correcto y más adecuado sería considerar los gastos que han sido destinados más específicamente para el área respectiva, como lo es el Ministerio de Educación  que, con una asignación de 6.214 millones de pesos, se llevará 33,2 por ciento del Presupuesto total de 2011. Esto representa, sin duda, una mejora respecto al promedio que ha venido ejecutando este Ministerio que ha estado alrededor del 29 por ciento, por lo que solo confiamos que al momento de su ejecución se apliquen los montos correctamente a fin de evitar, por ejemplo, lo sucedido este año con los fondos que iban a ser utilizados en la construcción, mantenimiento y refacción de escuelas que, por demoras burocráticas y falta de voluntad, provocó la crisis con los estudiantes por todos conocida.

Al respecto le vamos a dejar al señor presidente y a los señores legisladores un trabajo que se ha efectuado, referido a la comparación del gasto público en educación con el Producto Bruto Interno, porque la Nación ha establecido el 6 por ciento y aquí vemos cómo no se llega a este porcentaje.

En lo que respecta del presupuesto asignado para el Ministerio de Industria, Comercio y Trabajo, por un monto  206 millones de pesos, que equivale al 1,1 por ciento el total del gasto de la Administración es, a nuestro criterio, insuficiente para cubrir las necesidades de promoción y fomento de estas áreas estratégicas para el desarrollo productivo de la Provincia, con el agravante que si no se consideran los aportes para el funcionamiento de la Agencia Córdoba Turismo y Pro Córdoba dentro del presupuesto de este Ministerio que empezaron a imputarse desde el año 2008 a esa jurisdicción, tendría una participación mucho menor y para el año 2011 esos aportes sumarán 63.000.000 de pesos.

Por otra parte, el análisis concreto de la política industrial provincial se puede realizar siguiendo los cambios producidos en los Programas 201, de Industria, y 202, de PyMEs y Fomento de Microemprendimientos. Por los montos asignados a estos programas se confirma, cada vez más, el sesgo y la preferencia que se le da a la gran empresa, lo cual viene caracterizando la política industrial que este Gobierno viene llevando adelante en los últimos años.


En efecto, dentro del Programa 201, de Industria, del presupuesto de 28.700.000 pesos para 2011 se han destinado 17.300.000 pesos para financiar los beneficios derivados de los convenios con las grandes empresas automotrices y tecnológicas, en concepto de “subsidios al personal”. Por su parte, en lo relativo a la promoción industrial, el monto destinado es sólo de 11.000.000 de pesos, de los cuales 8.800.000 pesos serán utilizados para cubrir todos los subsidios derivados de la ley respectiva.


En lo referido al Programa 202, de PyMEs y Fomento de Microemprendimientos, llama la atención que el monto presupuestado para el año que viene sea de 8.500.000 pesos, es decir, sólo 400.000 pesos superior al importe asignado para el año en curso, lo que representa un 4,9 por ciento de incremento. Este es el programa de menor crecimiento ejecutado por ese Ministerio.


La inclusión del SIFCOS en la Ley Impositiva representará, para el año 2011, un presupuesto de casi 4.000.000 de pesos, de los cuales 3.600.000 de pesos estarían referidos a las entidades comerciales que promovieron la implementación de este sistema. Los inconvenientes acarreados por la errática legislación que lo crea y la pésima reglamentación –que ha derivado en un bajísimo nivel de adhesión– contrarían la supuesta adhesión del sector comercial –y sobre todo el de las PyMEs– a una nueva imposición y carga administrativa que –tal como lo expresó nuestra entidad– debe ser rápidamente derogada, cumpliendo de ese modo el Estado con las numerosas herramientas de que dispone, con la tarea de erradicar la evasión y el comercio ilegal.


Por último, quiero señalar que es una preocupación del sector empresario –sobre todo de las PyMEs– la situación de la Empresa Provincial de Energía de Córdoba. En tal sentido, el Presupuesto ratifica la política ya encarada con la empresa de energía, y las inversiones necesarias para la prestación eficiente y la atención del crecimiento de la demanda –originada en el crecimiento económico– provendrán, por un lado, de un incremento desmedido del endeudamiento de la EPEC y, por otro, de la aplicación de un cuadro tarifario que descargue todo el peso de este esfuerzo en los usuarios, fundamentalmente en los residenciales y micro PyMEs.


De tal manera, el peso de la aplicación de las tendenciosas y erráticas políticas aplicadas en los últimos años, tiene que ser soportado por estos sectores, mientras el Estado provincial –y, en particular, esta administración, continuadora de la que aplicó en plan de liquidación de nuestra EPEC– no asigna en el Presupuesto provincial suma alguna para ejecutar las obras necesarias, de modo de tornarlas eficientes y rentables.


Respecto de los proyectos de la Ley Impositiva anual y el Código Tributario provincial, consideramos que la propuesta de elevar a 20.000.000 de pesos, en las ventas anuales, el tope para que el sector industrial quede eximido del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, a partir del 1º de enero de 2011, es un paso adelante en el sentido de restablecer la exención total a las micro y pequeñas empresas. Según la categorización de la CEPyMEs, por resolución 21 del año 2010, el techo de las ventas anuales, para ser consideradas como tales, se eleva a 1.800.000 y 10.300.000 pesos, respectivamente.


Sin embargo, nos parece que en el tramo de las medianas empresas industriales –que, según la CEPyMEs, tienen un techo de ventas anuales de 82.200.000 pesos– el tope de 20.000.000 de pesos deja afuera a muchas PyMEs manufactureras cordobesas medianas, que sufren la falta de competitividad frente a otras jurisdicciones que conservan la exención.


Esto, unido al efecto piramidal del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, no es aconsejable para la promoción del desarrollo industrial de la Provincia y para estimular la inversión y el empleo.

Hay que tener en cuenta que 7 de cada 10 puestos de trabajo son productos del esfuerzo de las PyMEs, y es necesario incrementar la oferta de bienes frente a una creciente demanda, y así desestimular el crecimiento de los precios.


La propuesta que hacemos es elevar el tope de ventas anuales para ser alcanzadas por la exención en el Impuesto a los Ingresos Brutos a por los menos 46.250.000 pesos. Esta cifra surge de ponderar una media entre el piso y el techo de los topes establecidos por la CEPyME para las medianas empresas industriales. 


Al mismo tiempo, consideramos que a las PyMEs del sector de la construcción, de reconocido efecto multiplicador sobre el resto de la economía, se le debería aplicar igual criterio restableciendo su exención para aquellas empresas cuyas ventas anuales no superen los 21.250.000 pesos. Junto a mejorar la competitividad y el empleo se estaría evitando también el efecto cascada de los precios, por lo tanto, contener la inflación en un impuesto que por ser indirecto es trasladable,  lo que significa que lo paga el consumidor.


El impacto que producirá esta medida alentaría la producción y el consumo, por lo tanto, la base imponible de la recaudación fiscal provincial, con lo que el costo fiscal se reduciría sustancialmente en un proceso gradual. Si a esto lo unimos con restablecer la equidad tributaria gravando el Impuesto Inmobiliario Rural, de acuerdo a una actualización de las valuaciones en base al valor real de las tierras, por lo menos de las grandes superficies, estaríamos mejorando el perfil regresivo de la tributación en nuestra Provincia, y para el año 2011, el Gobierno tendría que convocar a los jurys de evaluación para que estén actualizados para el año 2012.


Esta sería una importante contribución desde el Estado provincial para mejorar el nivel de competitividad para el sector PyMEs, tan necesario para profundizar el crecimiento de la producción y el empleo, por lo tanto, la inversión necesaria para evitar cuellos de botellas que obstaculicen el desarrollo industrial. 


Por otra parte, el comercio mayorista y minorista debería retomar las alícuotas generales desde el 2,5 y 3,5 por ciento, atento que ello ayudaría a paliar los efectos piramidales sobre el nivel de precios y aumentaría la demanda y el consumo de la población. Las alícuotas actuales del 4 por ciento son exageradas y promueven la informalidad, la evasión y la elusión tributaria.


Al mismo tiempo, y teniendo en cuenta que muchas de las micro y pequeñas empresas han quedado fuera de la reducción del 30 por ciento en las alícuotas, consideramos que los topes de los artículos 18 y 19 de la Ley Impositiva Anual  han sido actualizados correctamente, como lo solicitáramos desde APyMEs el año pasado.


Hay muchas empresas micro PyMEs industriales que por cuestiones formales han quedado fuera de la exención de los Ingresos Brutos desde agosto del año 2008, a pesar de ser industria, de contar con el inicio de la habilitación y haber también iniciado el trámite ante el Registro Industrial de la Provincia, a lo que solicitamos sean reconocidas como exentas retroactivamente a agosto de 2008 o desde la fecha de inicio de actividad. 


El plan de facilidades de pagos con reducción de interés al 1,2 por ciento venció el 10 de diciembre, nosotros requerimos que ese plazo sea ampliado hasta el 25 de febrero.


En cuanto al Código Tributario Provincial consideramos que, a contrario sensu de lo expuesto en el Mensaje de Elevación, la relación fisco-contribuyente está deteriorada al mantenerse el solve et repete, “pague primero y apele después”, sobre todo para las PyMEs que no están en condiciones financieras para hacerlo.


También las PyMEs ven vedadas sus posibilidades de cuestionar decisiones de Rentas o Policía Fiscal al mantenerse la eliminación del Tribunal Fiscal.


Creemos, junto a la opinión de destacados tributaristas, que en esa relación, que debiera ser equitativa, la balanza está orientada a favorecer el fisco, rompiendo el principio de igualdad ante la ley. No debe primar el criterio de caja sino el principio de justicia. De esta manera se vulnera hasta el derecho de defensa.


La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dictaminado que no pueden los procuradores per se, o sea, sin previa autorización del juez interviniente, realizar procedimientos de embargos ni inhibiciones. La AFIP se ha allanado, esperamos que la Provincia haga lo mismo.


Nada más.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos al contador Eduardo Fernández y al señor Gabriel Tobal. Si quieren, pueden dejar el memorial.


Invito a los representantes de la Asociación Gremial del Poder Judicial, la señora Secretaria General, señora Irina Santisteban, y el Secretario Adjunto, señor Federico Cortelleti.

Sra. Santiesteban.- Buenos días.


En primer lugar, queremos agradecer la posibilidad que le da esta comisión a nuestra asociación gremial de exponer nuestros fundamentos sobre el Presupuesto que se va a votar en la Legislatura.


Al mismo tiempo, queremos manifestar que quisiéramos que nuestras opiniones no sólo sean escuchadas sino tenidas en cuenta porque, de esta forma, esta buena práctica democrática de escuchar a las asociaciones diversas e instituciones de la sociedad no se transformaría en una fachada de democracia sino en una verdadera democracia. Es decir, tener en cuenta no digamos todas sino algunas de las opiniones de modificación que queremos plantear muy seriamente respecto al Presupuesto del Poder Judicial.


En primer lugar, la incidencia del Presupuesto del Poder Judicial en la generalidad del Presupuesto de la Provincia ha ido disminuyendo en los últimos años. Se considera que un presupuesto medianamente normal para un correcto o razonable funcionamiento del servicio de justicia está alrededor de un porcentaje del 8 por ciento del total del Presupuesto de la Provincia. Sin embargo, el presupuesto que hoy se manda para su tratamiento y aprobación es de sólo 6,1 por ciento. Quiero aclarar que en las sociedades desarrolladas este es el doble que estoy planteando, hasta de un 15 por ciento.


También queremos decir que la forma en que se establece este presupuesto del Poder Judicial atenta contra la independencia y autonomía que debe tener todo Poder Judicial en un sistema republicano, porque se elabora en base a una propuesta que eleva el Tribunal Superior de Justicia al Poder Ejecutivo. Pero éste, en todos los casos, le efectúa recortes y lo envía a la Legislatura, aprobándose de esa manera, lo cual en la práctica hace que el presupuesto del Poder Judicial sea definido por el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, lo cual atenta contra la real independencia del Poder Judicial.


Lo que venimos a plantear es que este Presupuesto que se va a aprobar tal cual está planteado no contempla en absoluto el aumento de la litigiosidad, el aumento de los conflictos que hoy el Poder Judicial está teniendo que resolver, que se ven muy claramente en las noticias, como los que surgen por la violencia familiar, por los derechos de los trabajadores que no son atendidos debidamente en el fuero laboral, y ni hablar del fuero penal, los problemas de inseguridad, los criterios de la persecución criminal, y toda la problemática que entiende el Poder Judicial en sus diversos fueros y que, efectivamente, para poder ser atendida de manera eficiente y que realmente considere las necesidades populares requiere de recursos humanos, edilicios y de todo tipo, lo cual se refleja en un presupuesto acorde.


Es fundamental que el presupuesto atienda las deficitarias estructuras edilicias que tiene el Poder Judicial, y no sólo en la ciudad de Córdoba; a modo de ejemplo, el deplorable estado de las unidades judiciales donde se atienden las denuncias de violencia familiar y crímenes, donde los ciudadanos son atendidos en condiciones que no son las mejores. Ni qué hablar de los edificios de las sedes del Poder Judicial en el interior; para mencionar sólo algunos, quiero hablar de los tribunales de Carlos Paz, Alta Gracia, Río IV, Deán Funes, Arroyito, etcétera, que deben ser contemplados de una vez por todas en los presupuestos, porque aunque siempre figuran en los mismos, al visitarlos las deficiencias siguen presentes.


A modo de ejemplo, aunque no el único, recientemente se creó la Oficina de la Mujer en el ámbito del Superior Tribunal de Justicia, pareciéndonos muy correcto que se implementen políticas de género tanto en el interior del Poder Judicial como en las cuestiones o sentencias que dicta el mismo, por lo que nos parece muy bien que se forme a los operadores judiciales en políticas de género, aunque no puede ser que sigamos con la política inveterada del Poder Judicial de crear oficinas sin asignar personal a cargo. En el Poder Judicial a esto se le dice vulgarmente “desvestir a un santo para vestir otro”, es decir, se sacan empleados de una oficina para cubrir las necesidades de otra, no cumpliendo ninguna con las funciones que debería.


Queremos plantear seriamente en esta Audiencia nuestra preocupación fundamental por la estructura de cargos que se va a aprobar en este Presupuesto. Afortunadamente, el Superior Tribunal de Justicia, atendiendo los reclamos del gremio que durante todo el año solicitó más personal porque hacía falta, trasuntándose en la creación de 500 a 1000 nuevos cargos, solicitó al Poder Ejecutivo la creación de 1.495 cargos nuevos. 

Si vemos cuál fue la estructura de cargos del año 2010, podemos comprobar que había 6567 cargos presupuestados, desde los vocales del Superior Tribunal de Justicia pasando por todos los cargos de magistrados, funcionarios y empleados. Sin embargo, la planta efectivamente ocupada era de 5.965 agente, lo que implicaba 602 vacantes. Podemos atribuir a estas vacantes una de las causas del retardo de justicia que vemos en los fueros como familia o en los juzgados de conciliación, porque no tenemos personal. Ni qué hablar en los juzgados civiles de Córdoba y del interior, como los de Bell Ville que tienen sólo dos empleados en cada uno de ellos.

Por un lado, vemos que los cargos están pero no se cubren y, por otro lado, no se hizo eco a la demanda del Superior Tribunal de Justicia que atendió correctamente a la demanda del gremio, que fue recortada a 900 cargos y algo más en el nuevo Presupuesto que se presenta a la Legislatura desde el Poder Ejecutivo.

En el año 2008, según datos de la propia Administración General del Poder Judicial, teníamos 540 pasantes. La pasantía fue una figura creada en los años 90 a la luz de las políticas de precarización y flexibilización laboral, que en realidad ocultaba una verdadera relación de empleo pero cuasi esclava porque recibían una remuneración bajísima por cumplir con las mismas funciones que nosotros. Con la nueva ley de pasantías que se dictó a nivel nacional, el Poder Judicial fue dejando vencer esos contratos y los renovó –creemos que correctamente porque estamos a favor del empleo estable y no del precario-, pero esas pasantías no fueron suplantadas por personal efectivo de planta; allí también radica la explicación de la gravísima falta de personal que existe hoy en el Poder Judicial.

Para ejemplificar, ustedes saben que en el Poder Judicial existen dos plantas: la 900 y la 902. La planta 902 se refiere al Ministerio Público y a la Policía Judicial, mientras que la planta 900 al resto de los empleados del Poder Judicial. En este año 2010, en la planta 902 casi el 70 por ciento de los agentes se encuentran en las cuatro categorías más bajas; el 30 por ciento restante en las últimas cinco categorías, cobran las remuneraciones más altas. Este es uno de los principales motivos del durísimo conflicto que mantuvieron los compañeros de Policía Judicial este año, cuando denunciaban desde el gremio que había personal con 20 años de antigüedad en la Policía Judicial que revestían el cargo de escribiente, que es el tercer cargo empezando desde abajo. Imaginen que esos compañeros se jubilan con unos haberes bajísimos porque nunca ascienden en el escalafón y terminan jubilándose con magros haberes.


En el proyecto de Presupuesto para el 2011, si bien está prevista la creación de nuevos cargos, queremos llamar la atención de los señores legisladores porque la gran mayoría de esos cargos son de la categoría más baja, la de meritorios.


De esta manera, para la Planta 900 de empleados, del agrupamiento 28 –que es el más numeroso, donde está el personal técnico administrativo- tenemos 726 meritorios, 374 auxiliares y 372 escribientes. Es decir, un 45 por ciento de esta planta en las tres categorías más bajas. En las 8 categorías restantes -porque ahora se han creado dos más- tenemos al 55 por ciento. Ello nos da idea de la desproporción que existe en la planta y de la poca esperanza que tenemos los judiciales, sobre todo los que recién se inician y los que están en los cargos más bajos, de poder tener una carrera judicial, derecho constitucional reconocido en nuestra Carta Magna provincial.


En ese sentido, queremos hacer referencia a que cuando se crearon los cargos de Jefe de Despacho Mayor y Jefe de Despacho Principal –con la sanción de la Ley 9705 en julio del año en curso- precisamente usted, señor presidente, al fundamentarla expresó muy correctamente que no era un privilegio para este grupo de trabajadores sino el resultado de la lucha de los trabajadores judiciales. Esto es así porque la categoría de Jefe de Despacho Mayor está destinado a los notificadotes y ujieres, que son compañeros y compañeras que cumplen una función muy sacrificada, con mucho riesgo porque están permanentemente en la calle, sufriendo todo tipo de problemas y no tienen una remuneración acorde a su trabajo. Sin embargo, existiendo alrededor de 140 compañeros que cumplen esa función en toda la Provincia, el proyecto de Presupuesto prevé la creación de 6 de esos cargos. Lo consideramos totalmente injusto y desproporcionado. 

Por otra parte, prevé la creación de 8 cargos de Jefe de Despacho Principal para el resto de la planta que, como todos vemos, es mucho mayor que la aspiración que podemos tener a ese cargo. 

Es por ello –para concluir y darle paso a mi compañero- que quiero plantearles al señor presidente y a los señores y señoras legisladores que, por favor, atiendan el reclamo de nuestro gremio porque si el proyecto de Presupuesto se aprueba tal como ha sido elaborado, habrán sepultado nuestra carrera judicial porque con la actual estructura de cargos no tenemos ninguna posibilidad de ascenso en los próximos años. Queremos plantear que se apruebe la creación de los 1500 cargos que ha pedido el Tribunal Superior de Justicia conjuntamente con una reestructuración que aumente sensiblemente la creación de los cargos de Jefe de Despacho Mayor y Jefe de Despacho Principal, produciendo hacia abajo una estructura de cargos proporcional, no como ahora que resultan 750 meritorios y para arriba una poca cantidad que hace que no se pueda cumplir con nuestra legítima aspiración de poder tener una carrera que está reconocida por la Constitución.

Nada más.

Sr. Cortelleti.- Señor presidente, señores legisladores: voy a agregar algunos puntos. Como todos saben, la Ley Electoral de la Provincia de Córdoba ha sido modificada, creando la figura del Fiscal Electora. El Poder Judicial solicitó alrededor de 200 cargos para llevar adelante las tareas que serán necesarias prever de acuerdo con la nueva Ley Electoral; sin embargo, se le han proveído sólo 100 cargos de meritorios. Tampoco se han proveído cargos jerárquicos, que serán luego tomados de los otros programas, como se hace actualmente luego de la creación de distintas oficinas en el Poder Judicial -se toman cargos de otro lado- lo que genera vacantes y tapones a la carrera judicial, tal como lo manifestó la compañera secretaria general. Es por ello que consideramos que la cantidad de cargos para esta nueva figura debería ser mayor. 


Esta referencia nos permite introducirnos en otra cuestión que queremos mencionar, que hace al tema salarial y tiene una vinculación con el Presupuesto anual: vemos que no se compadece la previsión del Presupuesto con las necesidades del Poder Judicial como mencionara la secretaria general.


Se ha votado la Ley de Equiparación de los Funcionarios y Magistrados del Poder Judicial con la Justicia Federal, mientras que los trabajadores de este Poder no tenemos un ámbito donde discutir nuestros salarios y esto genera un desequilibrio en los salarios del Poder Judicial tanto hacia adentro como hacia fuera.


Hoy existe una vinculación, una relación, un estándar al cual se atan los funcionarios y magistrados, que son los salarios de la Justicia Federal. Esto ha producido que este año hayan tenido un aumento del 36 por ciento y está asegurada la equiparación con la Justicia Nacional hacia fines del año que viene al 90 por ciento; a su vez, además contempla los aumentos salariales de esta Justicia Nacional.


Al mismo tiempo, este estándar al que se atan los funcionarios y magistrados, que les garantiza un aumento salarial por año, ha generado una ruptura en la escala salarial hacia adentro del Poder Judicial que ya no tiene ninguna relación ni proporcionalidad entre los distintos estamentos: empleados, personal jerárquico y funcionarios y magistrados; y tampoco existe hacia fuera, porque no hay una relación coherente entre los salarios de los funcionarios del Ejecutivo y del Legislativo. 


Si bien nos vamos a referir a una herramienta política que no está muy relacionada con el Presupuesto, sí lo está su consecuencia, que termina plasmada en él como es el aumento del salario previsto y las partidas específicas.


La partida para funcionarios y magistrados, no es una partida específica, está en general tocada, pero este año lo hemos vivido en metálico constante y sonante cuando se les dio el aumento salarial a funcionarios y magistrados; y la herramienta política que reclamamos es un ámbito donde poder discutir la coherencia, la relación y la proporcionalidad que deben tener los salarios hacia adentro y afuera del Poder Judicial; para nosotros, ese ámbito es la paritaria para definir en un convenio colectivo de trabajo y si no es éste puede ser un estatuto que defina un ámbito paritario con el Poder Judicial y -también si es posible- con el Ejecutivo que es el que define. Hoy, somos convidados de piedra en la paritaria que tiene el resto de los gremios estatales. Hacia adentro, tampoco tenemos un ámbito donde definir la coherencia que deben tener los salarios.


Por otra parte, el reclamo de una herramienta donde poder discutir está habilitada porque el Poder Judicial funciona como el mismo Estado, como patronal, como empleador y no sólo con su poder jurisdiccional que, a veces, es la valla que menciona el Tribunal Superior de Justicia para sentarse a definir con nosotros no solamente los salarios sino toda la relación laboral.


Esto sé que tiene una relación indirecta con la previsión presupuestaria por los salarios pero aprovechamos todos los ámbitos institucionales para marcar este déficit, en el cual la Legislatura está involucrada porque pedimos no solamente un ámbito para discutir salarios sino también para regularizar y democratizar las relaciones hacia adentro del Poder Judicial porque hoy no tenemos un reglamento, un estatuto o un convenio colectivo donde podamos definir democráticamente toda la relación laboral en dicho Poder.


No me quiero extender pero si repetir, en función de la especificidad que mencionara y que me permitió introducir con la figura del Fiscal Electoral, que la capacitación que van a recibir los trabajadores judiciales -y que ya tienen- es única en todo el país; nos damos cuenta ya que somos parte de la Federación Judicial Argentina y no existe un Poder Judicial como el de Córdoba que tenga tan alto grado de profesionalización.


A partir de la reforma del año ’95 y hasta esta parte, se vienen profundizando cada vez más estos inconvenientes en el Poder Judicial, pero si no son contemplados con estas herramientas que estamos pidiendo para definir la relación laboral y discutir democráticamente nuestro salarios no solamente nos perjudicamos nosotros sino el resto de la sociedad. 


Volvemos a insistir, queremos una herramienta que nos permita tener equidad en la distribución y reparto de la masa salarial hacia el interior del Poder Judicial, y guarde coherencia con el resto de los poderes del Estado.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos a la secretaria general de la Asociación Gremial de Empleados del Poder Judicial, señora Irina Santiesteban, y al secretario adjunto, Federico Cortelleti, por su participación.

Invitamos al presidente de la Cámara de Comerciantes e Industriales Mayoristas de la Provincia de Córdoba, señor Héctor Jorge Luna.

Sr. Luna.- Muchas gracias por la invitación.


Señor presidente, señores legisladores: brevemente quiero una referencia al Impuesto sobre los Ingresos Brutos, impuesto distorsivo conocido por todos. Incluso, el Ministro Elettore reconoció la problemática que implicaría cambiar este impuesto por otro más social.


Planteamos la necesidad al legislador Dante Heredia, porque el secretario general del Gobierno provincial y el Ministro Avalle nos solicitaron que trabajemos este tema junto a los legisladores, por un proyecto que mejore este tributo a nivel mayorista. Hace cinco meses lo venimos trabajando junto con el legislador, su gente y nuestros tributaristas.


Hace dos meses, aproximadamente, se llegó a un proyecto consensuado, entre nuestros técnicos y los de la Legislatura, que le propondría al Gobierno un 30 por ciento de descuento al sector mayorista en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, para aquellos que estuvieran al día en el tributo.


Luego, por un discurso del Gobernador en una cena de la Bolsa de Comercio, nos enteramos que se hacía extensivo el 30 por ciento de reducción del Impuesto sobre los Ingresos Brutos a todos los comerciantes, y que todos los mayoristas quedábamos absolutamente afuera porque los montos de facturación no alcanzan a ningún mayorista.


Es decir, lo que se trabajó durante cinco meses junto a la Legislatura y nuestros tributaristas, arribando a un acuerdo, para no atarle las manos al Gobernador, pudiendo elevar el tributo nuevamente cuando lo necesite, terminamos siendo los perjudicados, siendo beneficiado el comercio minorista.


Propusimos elevar el monto de facturación anual a 10 millones de pesos para que abarque un treinta por ciento de los mayoristas de Córdoba, y bajarlo 2,5 por ciento únicamente para el sector textil, que involucra a más de cincuenta mil trabajadores en la Provincia de Córdoba, siendo la segunda productora de textiles en el país.


Lo distorsivo que observamos es que en el comercio mayorista en muchos de los casos existen listas cerradas –la lista cerrada es una multinacional, como Unilever-, con un margen del 10 o 12 por ciento para comercializar sus productos, mientras que nosotros, con el 4 por ciento de Impuesto sobre los Ingresos Brutos, 1,2 por ciento de Impuesto al Cheque, 1 por ciento municipal, y todos los costos inherentes a alquileres y sueldos, tenemos un costo fijo del 14 por ciento. Si comercializamos una línea -como Unilever o Graffa, con lista cerrada-, sería del 10 o 12 por ciento. El minorista, en esas mismas listas tiene entre un 35 y un 70 por ciento de utilidad. Hoy, el minorista va a  tener que pagar el 2,8 por ciento y el mayorista el 4 por ciento. No se quien lo asesoró al Gobernador, pero está muy equivocado. El que menos margen tiene debe tributar menos.
En el año 2008 el sector mayorista pagaba el 2,5 por ciento y hoy paga el 4 por ciento; o sea, estamos viendo un incremento de más del 70 por ciento. Si somos castigados merecemos que, por lo menos, el señor Gobernador Schiaretti y el ministro Elettore nos digan por qué nos castigan. 


El Gobierno nos dijo el año pasado que necesitaba mayor recaudación, pero hoy, al estar en mejores condiciones económicas, quisiéramos que la reducción alcance, por lo menos, al pequeño mayorista que factura 10 millones de pesos como máximo -hay mayoristas que facturan diariamente 2 o 3 millones de pesos-; si esto no ocurre, el sector se va a mudar a San Luis o a Santiago del Estero. Al respecto, quiero comunicarles que ya se fueron 12 mayoristas a las provincias antes mencionadas. Hay entre 40 y 50 mil comerciantes de 11 provincias vecinas que vienen a abastecerse a Córdoba, y que dejan ganancias en hotelería, taxis, remises, comedores, etcétera. Si se van a otras provincias, evidentemente, muchos van a ser los perdedores.


Le hemos presentado varios proyectos de ley –incluso varias leyes de provincias vecinas- al legislador Heredia, relacionados con “La Salada”. Córdoba se parece cada vez más a esta feria. Con el orgullo que tenemos los cordobeses no debemos permitir que esto suceda. Todo lo robado en los camiones se comercializa en grandes ferias “truchas” o en el área peatonal; tratemos de no degradar más a Córdoba.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Muchas gracias por su participación.


Tienen la palabra los representantes de la Bolsa de Cereales de la Provincia de Córdoba, gerente Graciela Stralla y el contador Daniel Montes. 

Sr. Montes.- A fin de que tengamos una legislación tributaria más justa y equitativa, dentro del cauce constitucional, vamos a hacer algunos aportes a este tema.

Respecto de la extensión de la solidaridad que tiene el vendedor de un inmueble al momento de la venta, la reforma de la última parte del artículo 31 señala que “la extensión de la responsabilidad operará hasta la anualidad inclusive en que se perfeccione la inscripción de la escritura traslativa de dominio”. Al respecto, debemos señalar que una sana lógica jurídica implica que quien vende es responsable del pago de tributos hasta el momento de la venta. Tengamos en cuenta que, por el artículo 53 del Código, este impuesto tiene carácter anual y el hecho imponible, por un criterio netamente recaudatorio, se fijó el día 1º de enero. Por lo tanto, los titulares de inmuebles a la fecha antes mencionada son responsables de la anualidad; es decir, si usted vende su inmueble el 3 de enero es responsable solidario con quien compró el inmueble y no pagó esa anualidad hasta el 31 de diciembre de ese año. Simplemente, es ajustado a Derecho porque este vendedor ya no detenta el dominio; entonces, si bien se cumple con el requisito de legalidad, porque el artículo 133 fija que el hecho imponible recae desde el 1 de enero, desde la posesión, entendemos que, en realidad, al no tener disponibilidad, al no tener titularidad de dominio es un exceso de pretensión fiscal responsabilizarlo por el tributo de una cosa que ya enajenó.


En segundo término, con respecto a Ingresos, para las operaciones de intermediación de granos se precisa cuál es el concepto que va a conformar la base imponible de Ingresos Brutos y se dice -me voy a permitir leer textualmente-: “Será por los ingresos provenientes de la comisión o bonificación que retribuya la actividad, cualquiera sea su denominación, por todos aquellos ingresos derivados de otros servicios como fletes, zarandeos, secados, acondicionamientos, depósitos, etcétera, cuando se encuentran documentados en los formularios 1116 A ó C”; esto es transparentar o tratar de dar un poco de certeza y precisión a la definición del hecho imponible, y está muy bien; lo que pasa es que en la Ley Impositiva anual se incorpora el código de actividad 85.304, por el que se grava toda actividad de intermediación de operaciones de granos no destinados a siembra, comprendidas en el artículo 169 bis –vemos que allí se incluyen flete, zarandeo, secado, etcétera-, las que estarán gravadas al 2,5 por ciento. 

¿Cuál es el inconveniente? El inconveniente es que hay un disímil tratamiento que no respeta el principio de igualdad, porque el flete, cuando es ejercido por una persona que habitualmente sólo realiza flete, está gravado al 1,5 por ciento, y si esta persona factura menos de 600 mil pesos anuales esa alícuota se reduce al 1,05 por ciento; mientras que para este prestador de servicio, que además de la intermediación realiza efectivamente el servicio de llevar el grano hasta Puerto Rosario, el flete está gravado al 2,5 por ciento. Esto es inequitativo y encarece el costo para los productores que están más alejados del puerto, por lo que se reducen sus márgenes.


No creemos que haya ninguna intención aviesa, creo que simplemente no se ha podido hacer foco en que este flete debe ser tratado como una actividad de flete y el resto de las actividades –zarandeo, secado, acondicionamiento, etcétera- estar incluidas dentro de estas operaciones. 


El tercer punto sobre el cual quiero hablar se refiere a la modificación del artículo 2º de la Ley 9024. En realidad se incorpora, por necesidad, el procedimiento de juicio de ejecución fiscal a las acreencias no tributarias. Esto no es lo que llama la atención, porque es necesario y válido; lo que llama la atención es que se sigue reafirmando, a pesar de que en el mes de junio del presente año la Corte Suprema de Justicia de la Nación emitió el fallo Intercorp SRL contra la AFIP, por el cual declara la inconstitucionalidad del artículo 92, que es el que describe el procedimiento de ejecución fiscal, que tiene su gemelo, su espejo, en el artículo 125 ter de nuestro Código, que está reglamentado –como les comenté- en la Ley 9024 y refiere a la potestad de trabar unilateralmente, por parte del procurador fiscal, embargos a los contribuyentes. 

Esta entidad en absoluto quiere mecanismos que puedan facilitar la evasión, al contrario, el criterio hace a la equidad y a la justicia tributaria, pero esta necesidad de recaudación no debe rebasar, no debe extralimitar los límites constitucionales. La Corte ha dicho que este tipo de mecanismos no supera el texto constitucional respecto del artículo 17, por ejemplo, porque hay una indisponibilidad de la propiedad, hay una afectación de la propiedad privada; no supera el texto constitucional en cuanto a la defensa en juicio, atento a que esta persona está siendo embargada de sus fondos o de sus bienes sin poder ejercer, previamente, el derecho de defensa; por lo tanto, requerimos que en el procedimiento se realice lo mismo que hace la Nación y que el Procurador Fiscal extienda al juez el respeto a la división republicana de poderes, es decir el respeto al mandato del artículo 1º de la Constitución que establece un régimen representativo, republicano y federal, y que sea el juez quien disponga la necesidad de la cautelar.

El cuarto punto es con relación a que se observa un incremento generalizado de las tasas de  actuación administrativa en alrededor de un 25 por ciento. Hay una excepción -si bien no constituye una tasa-  y es el mantenimiento de la red firme natural donde el incremento es del 39 por ciento, la alícuota pasa de 0,856 a 1,19 por ciento. No encontramos justificación, si bien esto se calcula sobre la base del Impuesto Inmobiliario Rural, entendemos que son bases -con las consideraciones políticas que el Gobierno realice- desactualizadas, no creemos que tenga que haber aumento o revaluaciones encubiertas. Es decir, a cada cosa lo suyo. El trabajo de valuación es una cosa; otra es el l incremento desproporcionado no tiene justificación, y tampoco está avalado en el proyecto este tipo de incrementos.


Reiteramos la solicitud que hicimos el año pasado respecto de los Códigos de Actividades 61.101 y 61.502. En el proyecto de Presupuesto del año pasado y en el de este año se ratifica la vocación de armonización fiscal que tiene el Gobierno de Córdoba. Entendemos que, primariamente, se está trabajando en ello en algunos aspectos  en coordinación con las Provincias de la Región Centro. Santa Fe está gravando la venta de agroquímicos y fertilizantes al 1 por ciento  con un escaso margen en la actividad -sería el equivalente a la venta de cigarrillos en un kiosco- y en Córdoba se está gravando al 2 por ciento; tenemos una alícuota un 100 por ciento mayor, en desventaja para la gente de este sector.


Por último, me voy a referir a las actividades encuadradas en la Ley 21.526. Si de armonización y coordinación fiscal se trata, Santa Fe en el inciso 19) del artículo 183; Entre Ríos en el inciso c) del artículo 236; Buenos  Aires en el inciso f) del artículo 233 de sus Códigos Fiscales, respectivamente, declaran la exención del acto cooperativo. La cooperativa no es una empresa particular. La Corte Suprema ha dicho que la igualdad es igualdad entre iguales, favorecer y dispensar el mismo tratamiento a quienes están en iguales condiciones. La cooperativa es una entidad que está marcada por la repartibilidad de sus utilidades, aun en el supuesto de liquidación. En realidad, no se realiza en el acto cooperativo dos operaciones económicas; el productor, el tambero, el dueño de la cooperativa que entrega su producción a la cooperativa para su comercialización está logrando, por volumen, acceder a mercados y a precios que de otra forma sería imposible,  por lo tanto, es absolutamente correcto que las operaciones de las cooperativas con terceros se encuentren gravadas porque son las que generan un hecho económico, pero no así entre los asociados de la cooperativa y la cooperativa que, en realidad, tienen este efecto. Como les comenté, esta situación en particular ha sido tomada en cuenta por los Códigos Tributarios de las provincias referidas.


Esto es lo que tenemos para aportar, esperamos que se hagan eco de estas necesidades y obtener la satisfacción de nuestros pedidos.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).-  Muchas gracias por dejar su memorial y vamos a tener en cuenta lo que acaban de mencionar. Entonces, agradecemos a los representantes de la Bolsa de Cereales de Córdoba en la figura de su gerente Graciela Estrala y el contador Daniel Montes.


A continuación, invito a la representante del Instituto de Investigación y Formación en Administración Pública de la Universidad Nacional de Córdoba, profesora Cecilia Carrizo.

Sra. Carrizo.- Buenos días.


El memorial que les voy a dejar tiene que ver con un pedido de presupuesto para la creación de un sistema estatal, público y descentralizado para el control del uso de agroquímicos en la Provincia de Córdoba.


Un sentido de justicia ambiental construido desde el padecimiento de enfermedades crónicas y agudas, en muchos casos seguida de muerte, por la contaminación del aire, el suelo y el agua que afecta gravemente a la diversidad biológica en nuestra tierra, nos lleva a pedir en este recinto una justa valoración de los costos y beneficios de la forma de producción de la riqueza social en la Provincia y hasta tanto se revierta la distribución de sus costos y beneficios.


De acuerdo a la información del Ministerio de Economía de la Nación, las importaciones de soja en la Provincia significaron un ingreso e 2.914 millones de dólares para el año 2010. Según la del texto de elevación de la Ley de Presupuesto que hoy  nos convoca, el sector agropecuario presentaría en Córdoba un crecimiento real del 65 por ciento. Sin embargo, el aporte del sector rural a las finanzas provinciales viene disminuyendo, medido en la participación porcentual. Así, mientras en el año 2005 contribuía con un 7 por ciento de los ingresos de recaudación provincial, en el 2009 esa participación se redujo al 5,3 por ciento –según José Abraham, licenciado en Economía, especializado en Finanzas de la Provincia de Córdoba–; y de acuerdo con los datos oficiales, el aporte directo del sector agropecuario sumado al Impuesto Inmobiliario Rural, tasas y aportes a fondos específicos, viene perdiendo participación dentro de los recursos de origen provincial.


Los aportes totales efectivamente recaudados provenientes del sector agropecuario han venido subiendo a lo largo de estos últimos años, medidos en montos corrientes. Así, en el año 2005 esos aportes fueron 115,6 millones de pesos, mientras que en el 2009 superaron los 240 millones de pesos. Para el presente año se ha previsto que estos aportes alcancen 269 millones.


No es nuestro interés discutir aquí la política tributaria del Gobierno sino llamar la atención sobre sus efectos. 

El Ministro de Agricultura de Córdoba informa en su página que detuvo una fumigación ilegal el día martes 17 de febrero de 2009; inspectores de la Agencia Zonal de Río Cuarto, del Ministerio de Agricultura y Ganadería, detuvieron el día martes, en Río Cuarto, una pulverización ilegal sobre un lote de soja aledaño al barrio Los Aromos de esa ciudad del sur de la Provincia. El operativo se realizó en el marco de los trabajos de fiscalización y control de la Ley de Agroquímicos. La aplicación no respetaba las normas establecidas; el equipo no estaba inscripto en el listado del Ministerio, el operario no contaba con la capacitación requerida y no poseía la receta fitosanitaria obligatoria para este tipo de tareas. En el lugar se labraron las actas correspondientes para dar curso a los procedimientos legales y administrativos de rigor. 

A este caso se suma otro que por la dimensión pública que ha tomado muchos ciudadanos del país y de la región Latinoamericana vienen esperando: en barrio Ituzaingó Anexo los productores Parra y Gabrielli y el fumigador aéreo Pachelo estaban fumigando ilegalmente a pesar de la ley provincial y de las ordenanzas municipales que desde el año 2002 prohíben  la fumigación aérea en el ejido urbano de la Ciudad de Córdoba y con cualquier tipo de productos en ese barrio por estar declarada la emergencia sanitaria. Tan ilegalmente estaban fumigando en el mismo ejido municipal de la Capital de la Provincia, a escasos kilómetros del Ministerio de Agricultura, que el vuelo no se encontraba registrado, ni existía receta fitosanitaria alguna.

Afortunadamente la directora del dispensario, la Secretaria de Salud del Municipio y el Fiscal llevaron este caso hasta hoy que se encuentra en instancia de elevación  a juicio.

No vamos a seguir trabajando con casos porque son innumerables, solo nos interesa destacar que la existencia de los mismos habla de manera contundente acerca de la ineficacia del sistema de control vigente.


Cabe destacar, en torno a este problema, la acción de los representantes a nivel nacional y provincial; por ejemplo, los diputados nacionales Raúl Merino, Mario Ardid y Francisco Delich impulsan la Ley de Medioambiente Agropecuario, que declara de interés nacional y de orden público la regulación del uso y manejo conservacionista de las zonas explotadas comercialmente, que sean aptas para actividades agropecuarias y de forestación y que, debido al uso, han presentado síntomas de degradación.


También es dable destacar el proyecto que la diputada Cecilia Merchant presentó en el Congreso de la Nación, así como los respectivos proyectos de los legisladores provinciales Asbert, Rivero y Birri, de reforma de la Ley provincial de Agroquímicos, todos tendientes a modificar la legislación vigente para proteger la vida, la salud y el ambiente en nuestra Provincia.


Con relación a los efectos de los agrotóxicos sobre la salud, los estudios de la Universidad de Río Cuarto ratifican, sin margen de error, las aberraciones cromosómicas y los efectos genotóxicos del glifosato. A través del proyecto de investigación “Agrotóxicos, Usos y Defectos”, la doctora Delia Alasia, de la Universidad Nacional de Río Cuarto detectó un gran descuido en el manejo de todos los agrotóxicos, expresando: “En líneas generales, podemos concluir que en las poblaciones estudiadas existe desconocimiento sobre los plaguicidas, su uso, sus efectos sobre la salud humana, sobre el ambiente y la normativa a aplicar en los mismos. Este desconocimiento, lejos de decrecer, sigue inmutable, bombardeado por la desinformación y protección de prácticas aberrantes, al mismo tiempo beneficiando cada vez más a quienes las ejecutan. Tanto es así, que hay municipios de la Provincia de Córdoba que todavía no han adherido a la Ley provincial de Agroquímicos, reformada en el año 2004”.


En este marco, les pedimos que escuchen el clamor de la ciudadanía de toda la Provincia, que reclaman que la vida, la salud y el ambiente sean protegidos como derechos, por vía del principio precautorio establecido por la Constitución y las leyes. A tal fin, les informamos que, desde el año 2008, se vienen realizando en toda la Provincia Encuentros de Pueblos Fumigados. En este año, este clamor se ha manifestado en el 15º Encuentro Provincial de Pueblos Fumigados en Brinkmann, organizado por Vecinos de Brinkmann por un Ambiente Sano; en el 14º Encuentro Provincial de Pueblos Fumigados de Leones, organizado por Vecinos Autoconvocados de Leones; en el 13º Encuentro de “Paren de Fumigar Córdoba”, en Bell Ville, organizado por el Consejo Asesor Municipal y el Círculo Médico de esa ciudad; en la Declaración del Encuentro de Pueblos Fumigados, llevada a cabo en la Universidad Nacional de Córdoba en agosto de este año; en el 22º Encuentro de Pueblos Fumigados, en Oncativo, y en el 3º Encuentro por la Salud de Nuestras Escuelas, en el marco de la campaña “Paren de Fumigar”, realizado por el Frente de Docentes en Lucha de la UEPC en Córdoba.


Esta incompleta enumeración es sólo una muestra de la movilización de cordobesas y cordobeses en todo el territorio de la Provincia, que incluye a las madres de barrio Ituzaingó Anexo, Malvinas Argentinas, Colonia Caroya, Jesús María, Sinsacate, La Granja, Villa Animí, Marcos Juárez, Alta Gracia, Cañada de Luque, San José de la Dormida, Río Ceballos, Alta Gracia, Las Peñas, Leones, Brinkmann, Bell Ville, Morrison, Los Cisnes, San Francisco, Villa General Belgrano, Montecristo, Pozo del Molle y Santa Rosa de Calamuchita.


Por tal motivo, en esta oportunidad presentamos ante ustedes el borrador del proyecto de modificación de la Ley 9164, de Productos de Uso Agroquímico, elaborado por los Pueblos Fumigados de la Provincia de Córdoba, nucleados en el colectivo Paren de Fumigar. Este proyecto exhorta a que la ley provincial instaure la plena vigencia en la Provincia de los principios de prevención y de precaución, reconocidos a nivel nacional por la Ley General de Ambiente, para defender a la salud pública y al ambiente de la contaminación por agrotóxicos.


Debemos tomar en cuenta la contaminación y el daño en la salud que viene causando el modelo productivo de los agronegocios –reconocido por los estudios internacionales, nacionales y locales, y de médicos investigadores– y, fundamentalmente, el dolor que nos producen las enfermedades en nuestras familias y vecinos –principalmente en embarazadas y niños–, la constatación cotidiana de la afectación de los organismos vivos en los territorios que habitamos, los fundamentos constitucionales y antecedentes legislativos y judiciales existentes –que ratifican la necesidad de un mayor control– y la ineficacia del sistema de control actual, en manos del Ministerio de Agricultura de la Provincia, impulsor clave del modelo de agronegocios.


Los puntos principales acordados, hasta este momento, son los siguientes: que la autoridad de aplicación sea la Secretaría de Ambiente y no el Ministerio de Agricultura; que el control sea llevado a cabo por inspectores fitosanitarios municipales, funcionarios públicos designados en los 427 municipios y comunas de la Provincia, en Audiencia Pública y no por ingenieros agrónomos matriculados; que el Consejo Ejecutivo se constituya con representantes de la ciudadanía, de los municipios y ministerios y no por cámaras corporativas; que haya un consejo técnico permanente de trabajo que asista y revise los estudios de impacto ambiental y los de tierra, cielo, suelo, agua y salud de la población; que se prohíba totalmente la fumigación aérea en la Provincia; que se prohíba la fumigación a 1.500 metros de los centros poblados; que se prohíba la fumigación sobre cursos de agua; que se prohíba el uso de las categorías toxicológicas 1 y 2 en todo el territorio; que se prohíba la venta y trabajo con plaguicidas a menores y, fundamentalmente, que los fondos de la conformación de este sistema estatal y público provengan de Rentas Generales Provinciales, para solventar los gastos que requiera la designación  de los inspectores fitosanitarios en los municipios y comunas, el funcionamiento del Consejo Ejecutivo, el equipo permanente y los gastos operativos y de análisis que requiera el plan de control, más los estudios de impacto ambiental anual, que no se vienen realizando y están comprometidos por la ley. 


Es un momento de incertidumbre en el mundo, por lo tanto, los gobernantes deben darle tranquilidad a la población tomando medidas que garanticen una tutela de precaución, la evitación de los riesgos, una atención reparadora a los damnificados y el resarcimiento por los daños causados, una distribución justa de los costos sociales de la producción de la riqueza y alternativas transformadoras que respeten la diversidad cultural e ideológica. 


Muchas gracias. 

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos la presencia de la profesora Carrizo, en representación del Instituto de Investigación y Formación en la Administración Pública, de la Universidad Nacional de Córdoba. 


Invitamos ahora a los representantes de la Asociación de Trabajadores del Estado y de la Central de Trabajadores Argentinos, los señores Daniel Pauchuluk y Marcos Moreno. 

Sr. Pauchuluk.- Buenos días. 


El Presupuesto Provincial debería ser la expresión contable que reflejara la actividad económica del Estado. No obstante, ello debemos realizar dos tipos de observación: en primer lugar, en la confección de este Presupuesto para el año 2011, que no es un tema aislado de los presupuestos anteriores, observamos la confección a partir de índices dibujados, tanto de inflación como de subestimación de recursos. 

En segundo lugar, la necesidad de dar sustento contable a una política basada en la concentración de la riqueza, en grupos económicos, en perjuicio de la mayoría de la población de la Provincia. 


De acuerdo a la presentación del Presupuesto por parte del Ministro de Economía, en sus considerandos, destaco un crecimiento en la actividad económica, que en el año 2010 habían sido prevista en el 8,9 y una tasa de crecimiento del 4,3 por ciento para el año 2011. Esto ocurre  porque toma en cuenta los índices estimados por el Ministerio de Economía de la Nación. 


Para el Ejercicio 2010 se presupuestó un total de ingresos de 13.439 millones de pesos. No obstante ello, observamos los recursos en la ejecución de dicho Presupuesto, a setiembre del año 2010, proyectando para todo el Ejercicio -en base a lo ya recaudado-, 18.881 millones, o sea, un 25,6 por ciento más de lo presupuestado, es decir, la cuarta parte. Una subestimación del recurso de más de 2.500 millones.


¿Dónde radica su importancia? Durante el ejercicio 2010 los incrementos salariales rondaron el 20 por ciento. Se observó, como mínimo, una pérdida con relación a la inflación real –que anduvo por el 30 por ciento- del orden del 10 por ciento. Al subestimar los recursos de forma intencionada, se achica la “torta” para repartir, dado que el gasto en personal, el cual no llega en forma íntegra sino parcialmente al bolsillo de los trabajadores, estuvo en el orden de los 6.700 millones. Ese desfasaje entre inflación real y aumento nominal del 10 por ciento se podría haber financiado con el 25 por ciento de los recursos percibidos de más. En cambio, ¿qué se hizo con el producido? De estos 2.500, 921 millones de ATN remitidos por la Nación fueron a un asiento contable para disminuir la deuda provincial.


Es probable que en el año 2011 tengamos el mismo escenario de subestimación de recursos, ya que se calcularon en 14.561 millones, o sea, algo menos del 10 por ciento de incremento con relación al 2010. 


El gasto en personal estimado para el 2011 asciende a poco más de 7.000 millones, con el agravante de que se mantiene el porcentaje de sueldos y aportes de aproximadamente el 45 por ciento del total de los gastos, pero el total de empleados a repartir dicha torta se ha aumentado considerablemente por lo que, atendiendo a las cifras detalladas anteriormente, estimamos que se necesitarían alrededor de 1.000 millones más para cubrir el déficit salarial del 2010 –el 10 por ciento-, y las previsiones de una inflación para el 2011 que va a rondar el 30 por ciento real.


Esta situación se agrava en los pasivos de la Caja de Jubilaciones de la Provincia. El financiamiento del incremento para el 2011 -el cual se hace más necesario, a pesar de los dichos del Gobernador de la Provincia en el sentido de que nuestros jubilados están mejor que los de la Nación- se atendería con los aportes correspondientes al incremento solicitado. Por esa razón, el déficit de 1.400 millones de la Caja de Jubilaciones podría ser perfectamente cubierto con recursos tributarios genuinos. Esto es con respecto a la masa salarial.


En segundo lugar, tenemos la concepción macro del Presupuesto. A partir del 2002 se legalizó la falta de una Ley de Coparticipación Federal, sancionada en 1994 y nunca reglamentada. Este es el momento para exhortar a nuestros legisladores, ya que va a haber un cambio político el año que viene, para que peleen por esta ley.


La dependencia de las cuentas fiscales provinciales de la Nación salta en el Presupuesto de 2011, donde se estiman 5.000 millones de impuestos provinciales y 6.300 millones de coparticipación federal. Esa coparticipación federal viene regimentada por la Ley de Responsabilidad Fiscal sancionada en el año 2002 después del default, que todos sabemos fue para que la Provincia no emitiera más bonos.


Esa dependencia fiscal de las Provincias con la Nación queda totalmente expuesta a la luz con dos ejemplos: uno es el Fondo Nacional de la Soja, hay casi 7.000 millones de pesos que Córdoba aporta a la Nación. El ratio de distribución para Córdoba en todos los órdenes es del 8,8 por ciento; y el otro es el Impuesto al Cheque. En ninguno de estos dos fondos la Nación aplica los índices de coparticipación previstos en el ’94.

Anualmente nos corresponderían con esos dos fondos cerca de 1.000 millones de pesos, pero recibimos solo la cuarta parte.


Este mecanismo perverso al que nos tienen atados esperando la dádiva de la Nación es un tema que hay que tratar seriamente y confrontarlo con los subsidios con que se atiende a Buenos Aires. Esto no es una vana declaración federalista sino que es una situación que afecta a todos los cordobeses.


Si prestan atención a los sucesos acaecidos en Buenos Aires, ese reclamo por viviendas seguramente va a terminar en el otorgamiento de las mismas por parte del Estado. En tanto, Córdoba recibió en el año 2005 una promesa de 6.500 viviendas a través del Plan Federal, de las cuales no sé si se construyeron 100, por lo que hay que terminar con ese “verso”. Para ello, la Provincia debe contar con recursos propios siendo este el momento preciso de plantearlo, aprovechando el famoso “viento de cola”.


Un cuarto de la población de la Ciudad de Córdoba paga alquiler, por lo que el déficit habitacional de vivienda propia está en el orden de los 150 mil grupos familiares. ¿Cómo encauzamos ese déficit?, hay que hacer un plan de obras pública que tenga contenido social. La Provincia viene hace no menos de cinco años con un desguace del patrimonio público, con una verdadera fiebre por liquidar los bienes del Estado; no sé si es una imposición de nuestro Gobierno, pero estamos rematando las joyas de la abuela para hacer torres que no podrán ser utilizadas por ninguna de las familias que paga alquiler.


Esa famosa burbuja cuenta en este momento con 15.000 departamentos en la ciudad que no se pueden vender, porque nadie puede acceder a una vivienda de 80.000 dólares; sin embargo, se siguen haciendo proyectos faraónicos que calzan justo con la enajenación de inmuebles.


No creo que aquellos líderes a los que el Gobernador dice respetar, como Perón y Eva, que fueron los que construyeron la Casa de Gobierno, el Pablo Pizzurno, o los que mandaron a construir el Hospital Vidal Abal, o el leprosario de San Francisco del Chañar, estarían contentos con estas enajenaciones a cambio de la construcción de centros cívicos fastuosos.


Nos hemos endeudado nuevamente en 750 millones de dólares, la deuda provincial asciende a los 15.000 millones de pesos, y el gran interrogante es si después de esto se van a solucionar los problemas de salud, educación y vivienda.


Hay que estar alertas para que se obtengan recursos provinciales genuinos y que además sean bien invertidos.


Nada más.

Sr. Pauchuluk.- Buenos días.


El contador hizo referencia a los números de la macroeconomía.


Nosotros, como trabajadores, venimos a plantear el problema de los índices salariales en los distintos niveles de la administración.


Con sueldos que alcanzan sólo el 50 por ciento de la canasta familiar básica no hay justicia social; tampoco la hay con básicos de 1.200 pesos para los jubilados. Si los básicos reflejaran lo que verdaderamente gana el trabajador en actividad, nuestros jubilados cobrarían el 82 por ciento móvil.


Con el “verso”, con la excusa de que no se puede nos tienen condicionados. Dinero hay, lo acaba de decir el contador, pero el tema es fijar prioridades. Si se priorizan emprendimientos faraónicos, podemos hablar de un estilo de Gobierno, en cambio, si se fijan políticas sociales, es otro estilo de Gobierno. 

Desde ATE participamos de esto porque creemos que es un derecho. Existe una seria contradicción del Gobierno en el derecho que nos otorga para hablar porque lo ejercemos en este ámbito de la Legislatura mientras que el señor Gobernador se niega a recibirnos como trabajadores del Estado, no obstante que la resolución 708/09, dictada por el Ministro Tomada, por la que nos otorga el derecho de coexistir con los demás gremios estatales. Es por ello que nos sentimos discriminados por el Gobierno de Córdoba, el que nos persigue y no nos deja hacer elecciones democráticas de delegados. Es una contradicción terrible que queremos dejar sentado.


Se proyecta una obra pública faraónica que hace pensar que se ven en dos ciudades: el “veo veo” de ustedes y la que vemos los trabajadores. Pareciera que interesa Nueva Córdoba y el centro de la ciudad y no la periferia no los barrios, donde hay escuelas desmanteladas, hospitales que se llueven, a pesar de las remodelaciones, donde no funcionan los servicios de desagües ni de cloacas, donde hay faltantes de recursos humanos de enfermería; en los hospitales se tercerizan los servicios con el fin de dejar paupérrimo el sistema hospitalario, lo que se une a un Estado que abandona lo social para beneficiar a grupos económicos.


Desde ATE vamos a seguir insistiendo en nuestros reclamos porque el salario real de tres años a esta parte ha caído el 50 por ciento, tal como lo refleja el costo de la canasta familiar básica que llega a 5.500 pesos y hay empleados del Gobierno provincial que apenas llegan al 50 por ciento de ese monto. Ello significa que no hay justicia social y tampoco equidad en la distribución de los ingresos porque es una Provincia potencialmente rica, a lo que se debe sumar los aportes de la Nación. Se podría lograr entonces un salario digno para que el empleado pública no esté obligado a correr de un trabajo a otro porque con uno no le alcanza, como le ocurre a muchos de los enfermeros de los hospitales públicos.


Es por ello que queremos dejar en claro que ATE no va a claudicar en la lucha, a pesar de las persecuciones y discriminaciones que nos hacen. Es por ello que quiero dejarles sentada nuestra denuncia por todas las persecuciones y la no autorización para realizar elecciones. El Gobierno debe rever su posición porque creemos en la democracia y porque la apoyamos. Pero la democracia se construye con la participación de todos los grupos y no sólo con algunos.

Sr. Presidente (Heredia).- Invitamos al señor Secretario General de la Unión de Educadores de Córdoba, Juan Monserrat.

Sr. Monserrat.- Buenos días. Gracias por la invitación; siempre hemos concurrido a este recinto para explicar nuestro parecer, más aún cuando se encuentra en debate la nueva ley de educación provincial que esperamos sea sancionada el próximo miércoles.


El proyecto de presupuesto enviado por el Poder Ejecutivo a esta Legislatura tiene algunas inconsistencias o, al menos, no se corresponde con la realidad. El Presupuesto General para el próximo año es poco menos de 19 mil millones y a Educación le ha sido asignado poco más de 7.500 millones, que representa un 42 por ciento. Nunca antes esto estuvo así reflejado en ningún Presupuesto anterior, con lo cual nos da la impresión de que ha habido un nuevo criterio registral. De otra manera, no pueden elevarse los montos y porcentajes de participación de Educación en el Presupuesto General, debe haber una técnica legislativa nueva por la cual se han incluido otras partidas presupuestarias, como las correspondientes a Córdoba Financiamiento, con 132 millones previstos en las partidas de pago de intereses de deuda y de capital por construcciones de escuelas hechas con anterioridad; el PAICOR; la construcción de las aulas y de las escuelas nuevas. Esto no nos parece mal, lo que sí debe quedar en claro es que, anteriormente, fue registrado de una manera y ahora de otra distinta.


En el 2010 se presupuestaron entre personal directo del Ministerio de Educación y transferencia de los colegios privados un total de 3.826 millones y para el año que viene está previsto 6.000 millones; es un incremento extremadamente grande en las partidas de Personal con la diferencia de que, en el actual Ejercicio, la participación de los salarios de los trabajadores públicos y privados con subsidios representaban el 91 por ciento del Presupuesto General y ahora está previsto solamente el 79 por ciento; es decir, un 12 por ciento menos.


Evidentemente, esto tiene que ver con el envío de la Ley de Educación a la Legislatura provincial, en la cual se propone la construcción de innumerables cantidad de aulas y de escuelas debido a las metas de educación previstas para jornadas extendidas y obligatoriedad de las salas de 3 y 4 años y de nivel secundario que –reitero- no nos parece mal pero distorsionan lo que estamos analizando.

Para hacer un comparativo entre diciembre de 2009 y octubre de 2010, en el sistema educativo se han aumentado 2.000 cargos -2.000 agentes nuevos, un poco menos de 2.600 cargos y un poco menos de 10.000 horas cátedra más-, con lo cual estamos diciendo que esto no va a ir a salario sino a la expansión del sistema educativo; es decir, el gasto de Educación está previsto que vaya a infraestructura, a computadoras, a la construcción de escuelas, de aulas, a mayor designación de personal, tal como está propuesto en los artículos de la ley que se piensa sancionar el día miércoles. 

Para el 2011 están previstas 60 nuevas salas de 3 años; 100 salas de 4 años; aumentar el ciento por ciento el número de escuelas de jornada extendida -200 escuelas en este Programa-; 100 aulas en la construcción de escuelas nuevas, etcétera.


Si tomamos el costo de la masa salarial que hay en este momento en la Provincia entre trabajadores directos del Estado y transferencias a las escuelas privadas van en el orden de los 335 millones mensuales, si lo proyectamos para los 13 meses del año próximo, esto daría unos 4.350 millones de pesos de base, independientemente de la inflación, que se calcula un poco menos al 9 por ciento.


Tomando ambas puntas, entre lo que está presupuestado y el arranque del 2011, nos alegra saber que el Gobierno provincial y la Legislatura -si así lo aprueba- han aprobado un aumento de la masa salarial del 38 por ciento para el personal docente, lo cual es contradictorio con la realidad, por eso nos parece que hay algunas inconsistencias y vamos a tener la necesaria lucha y presencia para que esto se ejecute debidamente, atento que un agente de policía en la Provincia gana tres mil pesos inicial y un maestro de grado 2050 pesos en la Provincia que, con los fondos nacionales, llega a 2200 pesos.


Si es el año de la Ley de Educación y hay una fuerte apuesta para que la educación sea el vehículo necesario para el ascenso social -y las investigaciones nacionales e internacionales coinciden-, hay que valorizar en forma diferente el salario de los trabajadores docentes, más aún cuando los desafíos del mundo, fundamentalmente de toda la región del Mercosur, están demandando una presencia más inclusora de vastos sectores de la población.


Con estas recomendaciones, de saber que lo real está en un carril distinto a lo presupuestado, decimos que vamos a pelear y luchar por ese 38 por ciento del Presupuesto, la mayor asignación de recursos para el personal docente público y privado de la Provincia.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos al señor Juan Monserrat, secretario general del gremio de la Unión de Educadores de la Provincia de Córdoba.


Invitamos a la profesora Susana Parés, docente universitario.

Sra. Parés.- Buenos días, señor presidente, señores legisladores.


Es la segunda oportunidad que asisto a una Audiencia Pública en esta Legislatura y participo activamente en todas las que se realizan a nivel municipal o de entes autárquicos.


Una aclaración. En mi nota de presentación, manifesté que lo hacía como una ciudadana particular, aunque mi profesión es ser docente universitaria, porque a raíz de mi participación de la audiencia pública del agua y de las cooperativas eléctricas, como ciudadana particular, el ERSeP solicitó un juicio académico o ético, cuando cuento con treinta y cinco años de conducta intachable como docente universitaria que, por supuesto, fue rechazado casi in límine; y me verán en esta lista de juicios contra el Estado, porque no voy a tolerar que atrevidamente el ERSeP, porque diga lo que pienso, y me quiera amedrentar –como lo he denunciado a La Voz del Interior-, me promueva un juicio ético que, por supuesto, fue desestimado.


Como tengo problemas de luz en la zona donde vivo, este escrito es tan breve como sintético.


Con la salvedad que vengo como ciudadana, estoy formada en Derecho Administrativo, en Derecho Procesal Administrativo, he ganado todos los concursos a los que me he presentado y, además, me he formado en el exterior en políticas públicas y en gestión económica. He concurrido como oyente a las cátedras de Finanzas Públicas de la Universidad Nacional de Córdoba. Toda mi formación es en la escuela pública. También he sido la mejor alumna en la Escuela Vicente Fidel López, a la cual acudió también el señor Gobernador.


Mis objeciones son puntuales, no al Anexo del Presupuesto porque no lo he podido ver. El personal de la Casa me facilitó todo el material, lo he agradecido incluso en La Voz del Interior el año pasado.

No puedo menos que preocuparme con algunos artículos que van a aumentar muchísimo la litigiosidad y, en esta Córdoba -que es “la Docta”, fue “la Docta” y lo seguirá siendo -hay artículos que ustedes, señores legisladores, no pueden permitir.


En primer lugar, del texto de la ley, los artículos 27, 28 y 29, que autorizan delegaciones de delegaciones, son absolutamente inconstitucionales. El artículo 30 desconoce la nueva jurisprudencia del CIADI –ente internacional al cual desde la década del ’90 la Argentina ha abdicado y se va a solucionar sus problemas a un consejo internacional de solución de conflictos.

Me preocupa muchísimo que la Legislatura le delegue al señor Gobernador de la Provincia de Córdoba la potestad de abdicar la jurisdicción natural de los tribunales cordobeses para irse al CIADI; realmente, no le encuentro ningún sentido, ya que tenemos una Justicia que, con sus mas y sus menos, ha sido -y es- una de las más prestigiosas del país. 


El artículo 33 adolece de una correcta técnica legislativa. Este tema ha sido cerrado hace mucho tiempo por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Esto viene copiado de un modelo de los años 90; los ministros de Obras Públicas y de Economía de ese momento “traviesamente” metieron cuestiones que no eran estrictamente presupuestarias, rompiendo toda la estructura de lo que tiene que ser un razonable equilibrio de las normas. Esto me preocupa, y no le encuentro explicación porque Córdoba tiene gente muy bien formada. Tampoco me cuadra el artículo 36 que rompe toda la estructura del sistema del trámite administrativo.


Vamos a tener el Fuero Contencioso Administrativo tapado de demandas laborales por todo el tema de la jurisprudencia de la Corte, los contratados, etcétera. No entiendo porqué el señor Gobernador ha hecho este proyecto. Idénticas objeciones hago al artículo 37.


No he podido ver el presupuesto de la EPEC. Como ciudadana, quiero hacerles el siguiente comentario: todos los días, a las seis de la mañana, recibo la legislación del ENRE (Ente Nacional de Regulación Eléctrica) y me he anoticiado que la multa que se le aplicó a EPEC por el corte de luz de enero de este año no fue de 8 millones sino de 2 millones, monto que, además, fue recurrido. Además, este dinero tiene un destino específico, que no es precisamente para pagarles a los perjudicados por el corte.


Considero que los artículos 41 y 43 son inconstitucionales por delegación. Con respecto a los fondos de las aulas, el año pasado, con el legislador Busso intercambiamos opinión de lo que costaba el metro cuadrado. Estoy muy preocupada por el precio al que se puedan construir las aulas; los otros días vi en el Boletín Oficial que una salita de jardín de infantes que se adosa a una escuela –o sea sin el terreno- cuesta casi 300 mil pesos, o sea, 75 mil dólares. 


El año pasado, el legislador Busso me dijo que costaba mil dólares el metro cuadrado para construir las aulas, y yo le dije que eso costaba en Nueva Córdoba. 

En verdad, creo si estamos pagando 75 mil dólares para construir una salita de jardín de infantes que, además, es limitada porque no puede albergar a 350 chicos, tenemos que hacer un serio replanteo sobre cómo funciona el régimen de contratación.


Les agradezco muchísimo la paciencia y el respeto. Sé que a esto no lo llevan a la realidad, pero yo soy grande y quiero dejarles a mis hijos y nietos una provincia mejor.

Sr. Presidente (Heredia).- Muchas gracias, a la señora profesora Susana Parés, ciudadana  particular.


Le digo, señora Parés, que su opinión no va a caer en saco roto.


Invito a participar de esta Audiencia a los representantes del Colegio de Abogados, doctores Francisco Riego y Marisa Martínez.

Sr. Riego.- Muchas gracias, señores legisladores.


Con el siempre exiguo tiempo del que disponemos para analizar el proyecto y demás anexos de la Ley de Presupuesto, la Ley Impositiva y las modificaciones al Código Tributario, hemos centrado nuestro análisis en la cuestión que más nos atañe, la tasa de Justicia, y las demás cuestiones vinculadas con la administración de Justicia.


En primer lugar, debemos hacer una salvedad. Creemos que el tributo que llamamos tasa de justicia es de dudosa constitucionalidad. Decimos esto, primero, porque se carga en cabeza de la persona que tiene conflicto la totalidad del peso del Servicio de Justicia, cuando el verdadero usuario de ese servicio es el 100 por ciento de la población; aun aquellos que firmaron un pagaré y lo pagaron voluntariamente, aquellos que recibieron un pagaré y se les pagó, aquellos que firmaron un contrato y ese contrato les fue pagado voluntaria y espontáneamente, todas esas personas son usuarias del servicio de Justicia, porque ese modo de cumplimiento voluntario es el resultado de la admonición contenida en el ejercicio de la Justicia que dice: “el que no paga va a terminar pagando de modo forzoso”.


Con el sistema de Tasa de Justicia se hace tributar solamente a aquel pequeño sector de la población que tuvo un conflicto de índole civil el 100 por ciento de la tasa de justicia o de la percepción del Poder Judicial de esta tasa. Digo esto porque si el conflicto corresponde a Derecho Laboral el trabajador está exento, es decir, no paga tasa de justicia; además, en el ámbito de la Justicia Penal tampoco se paga esa tasa; entonces, sólo hay un pequeño sector gravado por esta tasa, y el usuario, es decir, quien aprovecha en definitiva el servicio de Justicia, es el total de la población. Esto es así desde un punto de vista.


Desde otro punto de vista, este servicio de Justicia es claramente uno de los servicios esenciales del Estado, contenido en los artículos 5º y 6º de la Constitución nacional. Es función esencial de las provincias garantizar el servicio de Justicia, el régimen municipal y la educación primaria. Como servicio esencial del Estado no debiera estar gravado por una tasa que importa un servicio direccionado a una persona por parte del Estado, así como el Gobierno nacional no podría cobrarles por la seguridad nacional o la seguridad en las fronteras a quienes viven más cerca de ellas, sino que debe ser atendido por rentas generales del Estado. Del mismo modo, creemos que la tasa de justicia debiera desaparecer y ser distribuida, en términos parejos, al cien por ciento de la población.


Entrando en materia más específica, nos preocupa el enorme incremento en los valores fijos en la Ley Impositiva anual con relación a algunos de los servicios que presta el Poder Judicial. Así, hay valores que, respecto de la Ley Impositiva 2010 a la proyectada para 2011, -como los juicios de monto indeterminados, que algunos son muy grandes y otros no tanto- han pasado de pesos 100 al equivalente a 2 ius. Hoy, un ius vale pesos 89,48, por lo que resulta que el valor de 2 ius son pesos 189,48, esto equivale a un incremento de 89,48 por ciento en este servicio; 89 por ciento de incremento en un período anual no se condice con  ninguna de las intenciones declamadas por los organismos públicos, tanto nacionales como provinciales, de poner coto a los incrementos inflacionarios.


En orden a la inscripción de sociedades y demás en el Registro Público de Comercio, varía 350 pesos el valor de la tasa en relación a la Ley Impositiva vigente, y para el año 2011 va a costar 5 ius que equivalen a 448,70 pesos y representa un aumento del 28,20 por ciento. Este incremento porcentual es prácticamente un tercio del incremento anterior; no existe razón aparente, ni ostensible, ni explicada para estas diferencias en los incrementos. Empeora más aún la situación respecto del recurso directo ante el Superior Tribunal de Justicia para lo cual con la ley vigente las partes deben oblar la suma de 1.500 pesos, cuando entre en vigencia la nueva Ley Impositiva el importe será de 60 ius, lo que resulta en pesos 5.384,40,  lo que significa un incremento porcentual de 258,96 por ciento. Cabe señalar aquí que en el año 2009 –un ejercicio atrás- el valor que hoy es de 350 pesos en sociedades, en el 2009 fue de 100 pesos o sea que aumentó 250 veces este valor, y este año se incrementa un 28 por ciento más.


Independiente de los guarismos -que, en sí nada dicen, salvo asustarnos un poquito porque más nos asusta el precio del asado-, esta cuestión restringe el acceso a la Justicia a nuestra población cordobesa, y nos parece que nuestros legisladores no deben consentir, avalar o ratificar estos incrementos que cercenan, nada menos, un derecho esencial de los ciudadanos que es el acceso a la Justicia.


Entrando en otra cuestión, que es el modo en que se han redactado algunas modificaciones del Código Tributario provincial y Ley Impositiva, primero quiero hacer un paréntesis diciendo que el Colegio está gratamente sorprendido y muy conforme con el incremento presupuestado para el Poder Judicial, sobre todo  en la Partida para Personal que se ha incrementado fuertemente y creemos que es una necesidad cierta y angustiante en el Poder Judicial, que parte de la mora existente que tiene que ver con la ausencia de personal.


Volviendo a señalar cuestiones en especial, se observa que se ha facultado al Tribunal Superior de Justicia a dictar normas generales obligatorias en relación a la tasa de justicia. El dictado de normas generales obligatorias es atribución de la Legislatura y no me parece que deba delegarse esa facultad en el Poder Ejecutivo ni en el Poder Judicial. El Poder Judicial tiene por misión constitucional la resolución del conflicto individual –sea este de índole civil, comercial, laboral, pernal o de lo que fuera– dictando una norma particularizada respecto de una persona o de dos personas, pero nunca normas generales, porque ellas están vedadas para el Poder Judicial por nuestro ordenamiento constitucional, tanto en el orden nacional como en la Provincia.

Sr. Presidente (Heredia).- ¿Me puede hacer referencia al artículo que está tratando?

Sr. Riego.- No lo tengo aquí pero creo que es el artículo 20 o 20 bis.


Por otro lado, por ejemplo, se ha facultado al Presidente del Tribunal Superior de Justicia a establecer el interés diario a fin de determinar el recargo resarcitorio que los contribuyentes deben ingresar por la falta de pago de la tasa de justicia. Es decir, por un lado se faculta a esto que acabo de mencionarles y, por otro, la tasa de justicia tiene un hecho imponible que es la promoción de la demanda, y en los casos de diferimiento está previsto en esta modificación que se carguen los intereses que va a fijar el Tribunal Superior. Pero, además, tenemos un modo de actualización de todas las planillas judiciales, que vale tanto para el acreedor como para el deudor, asimismo, para los letrados que intervienen como base de su regulación y para los peritos, sean contadores, sicólogos o la clase de peritos de que se trate. 

Es decir, para todas las partes y para todos los sujetos del proceso valen estos modos de actualización y de aplicación de intereses a los números del proceso a todos los fines pero, aparentemente, no para determinar la tasa. Nos parece más consistente y razonable que este mismo módulo se utilice para decir cuánto deben tributar las partes el valor resultante de las planillas judiciales. Todas las partes nos ocupamos de pelear para que este valor sea justo, algunos se ocupan de intentar que suba  y otros de intentar que baje, pero el resultado siempre se ajusta a la realidad externa al proceso en cuanto al valor de las cosas, de los bienes o de las prestaciones en litigio.

Por lo tanto, este modo de diferir en el Poder Judicial la determinación de un número distinto a los fines de tasar o valuar la tasa de justicia no nos parece el idóneo o adecuado.

Nos parece riesgoso algo que señaló la doctora Parés respecto del artículo 33 del Código Tributario.

En el artículo 33 se prevé que el domicilio tributario sea el domicilio procesal constituido. El domicilio constituido a los fines del proceso es habitualmente el del abogado. No parece idóneo, siendo que el abogado puede mudarse, cesar en la representación o en el patrocinio, que subsista este domicilio a los fines de la tributación cuando, además, es obligación de la parte denunciar su domicilio legal si se trata de una entidad o denunciar su domicilio real si se trata de una persona física. Estas obligaciones están en el Código de Procedimientos y nos parece un exceso cargar a este domicilio procesal con una nueva función de ser domicilio tributario.

Desde otro punto de vista, en el artículo 263 del Código Tributario Provincial proyectado hay una enumeración que nos deja alguna duda interpretativa que dice que: “El magistrado tiene facultades, mediante resolución, para establecer una suma fija de tasa de justicia... –inferior, obviamente, a la establecida en el Código Tributario– ...o bien una proporción de la tasa que correspondería o un plan de pago en cuotas y facilidades de pago, con aprobación de la Oficina de Tasa de Justicia”, que depende de la área de administración del Tribunal Superior.


En tal sentido, no está claro si esta dependencia de autorización abarca los tres supuestos, esto es, la reducción de la tasa, la suma fija o porcentual, o el plan de pago en cuotas, ya que no se entiende bien si la autorización es requerida para este último caso o para los tres. La redacción no ha sido feliz en este punto y es necesario aclararla.


Reza también el articulado: “El importe de la tasa de justicia, en los casos de exenciones impositivas, al determinarse el cargo de las costas la parte condenada soporta la totalidad de la tasa”; además, los intereses a aplicar se establecen desde la fecha del nacimiento del hecho imponible, o sea, desde el inicio de la demanda, cuando ésta podría tener cinco años de iniciada y los valores del pleito se actualizarían de un modo distinto. Esto puede producir distorsiones en cualquier sentido, tornando la tasa excesivamente onerosa o, por el contrario, exigua o insuficiente. Por eso, creemos que la tasa debe ser recalculada sobre los montos actualizados que resulten de las planillas o liquidaciones judiciales.


Nos preocupa también un punto contenido en el artículo 256 del Código Tributario, que expresa: “...configurada la omisión del pago de tasa de justicia, y sin perjuicio de la aplicación de las sanciones procesales correspondientes”. Nos parece inicuo, injusto e írrito aplicar una sanción procesal al simple deudor de un tributo. Si una persona es deudora, por ejemplo, del impuesto territorial, la Provincia no aleja a la Policía de su casa, de modo que, si bien existen recargos y la aplicación eventual de intereses por mora, nunca hay una sanción adicional por la falta de pago, y no nos parece que eso sea lícito.


Se ha incorporado, además, la ejecutividad de la certificación de deuda, suscripta por el secretario del Tribunal, lo que simplemente da una mayor certeza y celeridad a la ejecución de estos títulos, con lo cual se justifica menos aún la eventual aplicación de sanciones a la parte que omitió el pago.


Esto es todo lo que queremos observar.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Muchas gracias a ustedes. Les agradecemos su presencia y su aporte.


A continuación, hará uso de la palabra el doctor Carlos Altamirano, secretario general de la Unión de Trabajadores de la Salud, acompañado por la doctora Teresita Fili, secretaria gremial de dicha entidad.

Sr. Altamirano.- Buenos días.


En primer lugar, quiero agradecer la oportunidad de poder expresarnos. Nuestro objetivo es buscar un punto de reflexión en conjunto entre ustedes, legisladores, y nosotros población. 


Hay una situación que nos preocupa muchísimo, que es la salud, no sólo en la Provincia de Córdoba sino en toda la Argentina.


Lo más preciado que tiene el ser humano es la vida y para tener vida hay que tener salud. Parece que estuviésemos diciendo lo mismo pero no es así. Los factores que contribuyen a la vida son la salud y el factor social, así lo decía un excelente ministro de salud que tuvo la Argentina: que no hay políticas de salud sin políticas sociales. Entonces, no pueden ir separadas estas dos ramas que hacen a la vida del ser humano, pero nosotros fundamentalmente vamos a abocarnos al tema de salud.


En el actual Presupuesto hemos evaluado que lo destinado a Salud, para el próximo año, estaría en el orden del 8,4 por ciento y si entendemos que lo más preciado que tiene el ser humano es su vida, y que para tener vida hay que tener salud, nos parece que destinar el 8,4 por ciento a Salud en un presupuesto es por demás bajo, y esto lo traigo a relación con lo que se vive en la Nación.


La Organización Mundial de la Salud define que para que un país tenga un piso aceptable, en lo que hace a salud, tiene que destinar el 6 por ciento del PBI. En Argentina tenemos solamente el 2 por ciento y las provincias parecen estar con consonancia con esto, porque no le damos importancia a este factor que es vital y que hace a la riqueza de un país.


Pido disculpas por los errores pero es la primera vez que estamos en una Audiencia Pública. De todas formas vamos a tratar de ser puntuales en el tema que nos interesa, que es la salud.


Parafraseando a un médico pediatra mendocino, que trabaja muchísimo con el tema de la desnutrición infantil, el doctor Abel Albino, dice que: “la riqueza de un país está en su pueblo y es el fundamento para que un país sea fuerte”, porque podemos tener mucha industria, campo o tierra que nos brinden todo, pero si no tenemos capacidad para explotarlas es muy difícil que lo podamos hacer, y para lograrlo tenemos tres elementos: primero, salud para que nuestros seres tengan neuronas; segundo: educación, para que tenga gente que entrene esas neuronas y, por último, seguridad pública y jurídica. Son los tres elementos que pueden hacer grande a un país. 


Entonces, en lo que hace a Salud, notamos que el presupuesto asignado para el próximo año, si entendemos que esto es lo más preciado que tiene un país, es demasiado bajo, porque aquí están implicados aquellos que tienen que hacer el cuidado de la salud y, en este punto en particular, vemos que no se cuida al que se tiene que cuidar, o sea, a aquellos que tienen que trabajar, hoy por hoy, en los hospitales públicos. Estamos hablando del que abre la puerta hasta del que la cierra. No estamos fijándonos en un sector sino que hablamos de todos. 


El Presupuesto prevé para el próximo año un incremento para el personal de un 16 por ciento del Presupuesto total –eso es lo que nosotros tenemos- que, si uno analiza el detrimento que ha tenido el salario en Salud este año y los anteriores, es realmente un futuro absolutamente oscuro para la gente de Salud.


Volviendo al punto inicial, la salud es lo más importante y para que haya salud, debe haber gente que trabaje en ella y se preocupe por la salud de los demás. Pero si a esta gente le estamos ofreciendo un salario que no es el adecuado, que no le permite hacer frente a las necesidades básicas -como quedó perfectamente explicitado en la exposición de los representantes de ATE- en el sentido de que el salario actualmente no alcanza a cubrir las necesidades básicas de una familia, difícilmente la persona encargada de cuidar pueda hacer frente a las necesidades de aquellos que vienen para ser cuidados.


Entonces, si a esto le sumamos el factor de la precarización laboral -al mes de junio teníamos cerca de 1.800 agentes, entre contratados y monotributistas-, éste va a impedir que tengamos una atención y un cuidado como corresponde de aquellos que vienen a los hospitales.


El otro punto al que hacemos referencia es al que hace a mantenimiento e infraestructura de los hospitales públicos. En el Presupuesto está previsto un 9,3 por ciento para el próximo año, lo cual es lamentable y terrible. Se están haciendo obras espectaculares, como el Hospital de Villa María, con un presupuesto de 100 millones de pesos, pero no tenemos un presupuesto adecuado para mantener los hospitales de la Provincia.


Para tener un conocimiento de esa relación, hoy el Hospital de Niños de Córdoba debiera tener un presupuesto mensual de 3 millones de pesos, lo cual no es un invento nuestro sino que es lo que establecen los estándares internacionales, y su construcción costó 50 millones de pesos. Cuenta con 250 camas, que es la mitad de las que tiene el Hospital Garraghan, que tiene un presupuesto de entre 6 y 7 millones de pesos. El presupuesto asignado al Hospital de Niños de Córdoba no supera el millón de pesos.


Entonces, si entendemos que la salud es vital para que este país salga adelante, empecemos a fijarnos en los puntos iniciales que van a hacer grande a un país, volvamos a los principios, a entender que la salud es vital para que nuestros niños desarrollen sus neuronas y que éstas puedan ser ejercitadas por nuestros docentes, y entender que la salud es un derecho del pueblo y una obligación del Estado.


No quiero aburrirlos ni extenderme, pero sí recalcar lo que ya expresé, una frase que no es nuestra sino del doctor Abel Albino: “La grandeza de un país está en su pueblo, si queremos tener un pueblo grande, démosle salud, educación y justicia”.


Es lo que le pedimos a ustedes, legisladores, para que nuestro país alcance lo que tiene que alcanzar.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Disculpe, nosotros no solemos debatir ni opinar, pero usted dio una cifra sobre el Hospital de Niños; nosotros contamos con la cifra de 79 millones de pesos.

Sr. Altamirano.- Eso es imposible. 

Sr. Presidente (Heredia).- Hospital de Niños Santísima Trinidad, con su programa 312, 79.619.000 pesos.

Sr. Altamirano.- Nosotros no pudimos acceder a ese dato.

Sr. Presidente (Heredia).-  Le vamos a entregar un cd con todos los números desagregados, incluso en el presupuesto de 1.600 millones de pesos no están incluidas las obras de hospitales, que pertenecen a Obras Públicas, que habría que agregar. De todas maneras, quería aclararlo porque usted mencionó 6 millones de pesos y son 79 millones.

Sr. Altamirano.- Seis millones de pesos es lo que tiene el Hospital Garraghan.

Sr. Presidente (Heredia).- El Hospital de Niños de Córdoba tiene 79 millones.

Sr. Altamirano.- Doctor, nosotros trabajamos en el Hospital de Niños, le digo que si tuviéramos ese presupuesto no estaríamos en la situación en que estamos.

Sr. Presidente (Heredia).- De todas formas, a la información la completamos 

Tiene la palabra la señora Fili.

Sra. Fili.- Aclarando este punto, quiero decir que si tuviéramos ese presupuesto no tendríamos, por ejemplo, las goteras en el hospital, que obligan prácticamente a caminar con paraguas por dentro del mismo cuando llueve; en esas oportunidades ponemos baldes en los pisos para poder contener las goteras. Ni hablar de las falencias en recursos humanos o de la aparatología que no se mantiene; como no se hace mantenimiento, una vez que se rompen cuesta mucho más reponer los equipos que tratar de arreglarlos.


Realmente, si tuviéramos ese presupuesto no estaríamos como estamos.

Sr. Altamirano.- Reitero para quienes no nos escucharon: en la práctica, el Presupuesto que se ha estado manejando en el Hospital de Niños durante estos últimos años no supera el millón de pesos.


Los invito a cada uno de ustedes a visitar el Hospital de Niños para que observen, por ejemplo, que de los dos equipos de rayos que tiene el hospital sólo funciona uno y en forma irregular; que de los siete quirófanos existentes sólo hay cinco en funcionamiento, y que los baños son absolutamente deficitarios. Ni que hablar en lo que hace a personal.

Sr. Presidente (Heredia).- Les vamos a hacer entrega las partidas para el año que viene desagregadas hospital por hospital.


Luego de verlas, pueden llamarnos a nuestras oficinas.

Sra. Fili.- Una última acotación para no robarles más tiempo.


Con el doctor Altamirano –sobre todo con él- hemos visitando el interior, donde comprobamos que esos hospitales están aún peor que nosotros, con mayores deficiencias que las nuestras, las que ya de por sí son demasiadas.


Con el presupuesto que contábamos ya estábamos mal, por lo que con un presupuesto igual o menor, o con esta partida donde se ha disminuido el porcentaje que corresponde, corre peligro la salud de la población.


Además, se ha disminuido la partida para el Plan Sanitario Provincial, a través del cual la Provincia le otorga asesoramiento y financiación a los municipios y comunas de Córdoba, lo que traerá aparejado, por ejemplo, deficiencias en la atención primaria de la salud.

Sr. Presidente (Heredia).- Es la primera vez en toda la mañana que interrumpo a los oradores, porque me parece que los números que ustedes están manejando no tienen nada que ver con los que nosotros tenemos.


Les vamos a acercar esa información y quedamos a su disposición para chequearla.

Sr. Altamirano.- Con todo respeto, quisiéramos que visitaran el hospital para que comprueben que con ese Presupuesto que ustedes mencionan la situación sería muy distinta.

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos la presencia de los doctores Carlos Altamirano y Teresita Fili de la gremial de Trabajadores de la Salud.


Invitamos ahora a la Cámara Empresarial Minera de Córdoba, representados por el doctor Oscar Caballero y el licenciado José Díaz.

Sr. Díaz.- Queremos agradecer en nombre de la Cámara de Empresarios Mineros la invitación a participar de esta Audiencia Pública.


Por lo menos en mi caso, es la primera vez que participo de una Audiencia Pública, así que les voy a pedir que sepan disculpar los errores que pueda cometer.


Nuestra presencia en este recinto tiene que ver con la modificación del Código Tributario de la Provincia de Córdoba. Algunos de nuestros asociados han realizado gestiones ante la Dirección de Rentas por una exención específica en el Impuesto Automotor; pues bien, de dicha gestión surgió un proyecto que agregaba una exención –que es la que voy a solicitar específicamente-, que posiblemente haya sido analizada y descartada ya que en el proyecto que se nos ha acercado no la hemos encontrado, por lo que creemos pertinente solicitarlo aquí.


Para referirnos a la exención que solicitamos debemos decir que el artículo 238 del Código Tributario establece las exenciones al Impuesto Automotor para las maquinarias agrícolas, viales, grúas y, en general, toda aquella maquinaria que no esté asignada para el transporte de cosas o personas, aunque accidentalmente tenga que circular por la vía pública.


De esta manera, se exime del pago, por ejemplo, a las cosechadoras que habitualmente vemos en la vía pública. Estimo que ese ha sido el concepto por el que se ha establecido la norma. Sin embargo, lamentablemente, al regular el Código Tributario hace algunos años el legislador no ha tenido en cuenta que existe una importante actividad que se realiza en la Provincia de Córdoba que es la minera, centrada en tercera categoría según el Código Minero, y que refiere a la extracción de triturados pétreos, mármoles, etcétera. El triturado pétreo, específicamente, posiciona a nuestra Provincia como uno de los polos más importantes de nuestro país en lo que es producción y provisión de este tipo de materiales. Justamente, en esta actividad se genera el inconveniente que venimos a plantear porque la máquina que se utiliza no está incluida en la exención.


La maquinaria a la que nos referimos son los camiones o tractores fuera de ruta, conocidos comúnmente por ese nombre, que tienen el formato de un camión de grandes dimensiones que realizan la siguiente tarea: el proceso de producción de los triturados pétreos se realiza extrayendo piedra de la montaña y, posteriormente, triturándola en máquinas que se encuentran fijas. Este tipo de camiones o tractores traen la piedra desde la montaña hasta la planta de trituración en un viaje continuo e ininterrumpido durante todo el día a los fines de mantener alimentada la planta de trituración, que es la que hace que obtengamos productos como el agregado pétreo para la elaboración del hormigón que se utiliza en edificación.

Estos tractores fuera de ruta son camiones de grandes dimensiones que cargan 30 toneladas de piedras grandes y que, por su tamaño, hacen imposible su circulación por la vía pública. Cuando nuestros asociados solicitaron la exención a la Dirección de Rentas explicaron las características técnicas de este vehículo que hacen que sea imposible su circulación por una vía pública, entendiendo que este solo hecho bastaba para que se accediera a la solicitud planteada. 


Sin embargo, la Dirección de Rentas rechazó el pedido argumentando que el término “actividad minera” no figura dentro del artículo mencionado sino que sólo se menciona a las actividades agrícolas, viales y grúas, generando un importante perjuicio para la actividad. 


Tenemos que tener en cuenta que este tipo de vehículos es maquinaria, al igual que todas las demás máquinas que se utilizan en la actividad minera y que están exentas porque están inscriptas en el Registro de Maquinarias Agrícolas como, por ejemplo, las palas cargadoras o las retroexcavadoras. 

Sin embargo, estos camiones o tractores, dada su configuración interna al ingresar en el despacho de Aduana, tienen la denominación de volquetes, que es equívoca porque puede aplicarse tanto a un camión de ruta como a un camión con las características de las que estamos hablando. Estos camiones están inscriptos en el Registro de Automotores común, como se hace con nuestros propios vehículos o con los camiones que circulan por la ruta -por esta razón, el Registro ha informado la categorización a la Dirección de Rentas-, generándose en algunos casos deuda tributaria.

 
Tenemos que dar algunas pautas porque nuestros asociados tuvieron intención de iniciar un reclamo contencioso administrativo a fin de solicitar el reintegro de ese dinero, que tienen que abonar por el pago del impuesto, porque lo consideran ilógico –y de hecho es así-, de acuerdo a diversos fundamentos que pasaré a exponer. Aparentemente, ha habido una omisión en este caso particular cuando se legisló el artículo 238 para excluir a determinados vehículos del impuesto.


El artículo 90 de la Ley de Tránsito provincial 8560 manifiesta que dentro de las reglas comunes para vehículos de transporte, el inciso c) dice que el ancho máximo de los vehículos que circulen por la vía pública no puede exceder de 2,60 metros. Estos camiones tienen un ancho de 3,20 metros; es decir, no tienen permitido circular por la vía pública.

En este sentido, el Impuesto al Automotor se ha entendido como la necesidad del Estado de recaudar fondos para mantener las vías de circulación donde los particulares transitan o transportan cargas en general. En este caso, el camión o tractor fuera de ruta, al no circular por las vías, no genera un deterioro y por ende no debería abonar este impuesto. 

Además, hay un hecho muy importante que tiene que ver con la definición de lo que es un vehículo automotor y lo que se entiende por vehículo especial. En este caso voy a leer el artículo 5° de la Ley de Tránsito provincial que por su materia es la específica para definirlo. Nos dice que automotor es un vehículo que tiene motor y tracción propia y que no es un vehículo especial. Respecto del vehículo especial dice que es un vehículo autopropulsado o remolcado concebido y construido para realizar obras o servicios determinados y que por sus características está exceptuado de cumplir algunas de las condiciones técnicas exigidas en la ley y su reglamentación. También es vehículo o maquinaria especial –entre paréntesis- la maquinaria agrícola y sus remolques. 

Si analizamos a la luz de la tarea específica que realizan este tipo de camiones fuera de ruta que, repito, no pueden circular porque tienen que ser trasladados en un carretón, ya que no están autorizados, tampoco se emite cédula verde para su inscripción en el Registro de Automotores, encuadran en la definición de un vehículo especial porque son autopropulsados, está concebido o construido para realizar obras o servicios específicos como son las tareas mineras y está exceptuado de cumplir la reglamentación específica de la Ley de Tránsito.

Con este plexo normativo, que es posterior al dictado del Código Tributario, artículos 238 y del 230, que es el que establece el Impuesto al Automotor, voy a pasar a leer los fundamentos para que sepan a que me estoy refiriendo.

La Ley 6006 y sus modificatorias, cuando habla del Impuesto al Automotor, califica al hecho imponible a través del artículo 230: vehículos automotores y acoplados radicados en la Provincia de Córdoba pagarán anualmente un impuesto de acuerdo a la escala y alícuotas que fije la Ley Impositiva Anual.

El análisis de lo que dice esta norma está dejando en claro que el Impuesto al Automotor lo deben pagar los automotores y los acoplados –lo agrega porque no es un automotor-, y está en la definición dentro de las normas de tránsito provincial.

Posteriormente, la Legislatura sanciona la Ley de Tránsito en Córdoba y dentro de sus definiciones señala que es un automotor y qué no lo es. Explica que un vehículo automotor es el que tiene motor y tracción propia y que no es un vehículo especial, estaría excluyendo de hecho a estos vehículos -a los que me refiero- como son los camiones fuera de ruta.

Algunos asociados tuvieron la intención de iniciar las acciones contenciosas y, a través de nuestra gestión ante la Dirección de Rentas, con participación del Secretario de Minería de la Provincia -que no nos ha podido acompañar-, hemos promovido este expediente para que se realice la modificación, que a resultas no apareció en el proyecto. En este tipo de actividad tiene un marcado impacto la inversión de estas empresas –el ciento por ciento PyMEs de Córdoba, que han comenzado a crecer-, porque si se tiene que comprar un vehículo de estas características, de 150 mil dólares para arriba –una inversión alta-, como no circula por la vía pública no tiene obligación de inscribirlo al estar guardado dentro de su predio y nadie le va a solicitar la cédula para que circule. Las empresas, como una economía de opción, no inscriben estos vehículos a fin de no abonar el Impuesto al Automotor y no subsistir con algún reclamo en la Dirección de Rentas, con todo el desgaste que ello conlleva.

Se trata de una economía de opción que hace la empresa que perjudica directamente su plan de inversión, porque la firma para adquirir un vehículo de estas características y montos -además vehículos importados porque no existe su producción en Argentina-, no puede utilizar los beneficios bancarios, como un préstamo prendario o un leasing, porque obligatoriamente para ello debe inscribir ese vehículo para luego inscribir la prenda –para el caso del leasing, para que se inscriba a nombre del banco y, posteriormente, de la empresa-, lo que se transforma en un límite a la posibilidad de inversión ya que deberá reunir durante un año de 150 a 200 mil dólares; incluso existen camiones más caros que cargan entre treinta a trescientas toneladas, por ejemplo de emprendimientos mineros de grandes cantidades de las zonas cordilleranas. La limitación resulta ilógica y perjudicial, porque si consideramos a la actividad agrícola, actividad primaria al igual que la minera, que goza de esta exención específica para sus maquinarias –al igual que la actividad minera en todas sus otras máquinas-, no vemos el por qué en estas máquinas específicas se debe soportar este impuesto y/o perder las posibilidades crediticias y retrasar el plan de inversión de la empresa, con el consiguiente no incremento de la capacidad de producción y la generación de puestos de trabajo que ello conlleva.


En resumen, solicitamos se analice la posibilidad de incorporar en el artículo 238 del Código Tributario la mención específica a las máquinas de uso minero, o simplemente de los camiones fuera de ruta -única maquinaria con la cual nuestros asociados han tenido problemas-, sin dejar de mencionar que se determine una norma transitoria en la cual se permita la retroactividad de esta exención para aquellos vehículos ya inscriptos, a los efectos de evitar los posibles casos contencioso administrativos. Todos estos fundamentos, planteados ante el juez, posiblemente puedan darnos la diestra en la resolución.


Por un lado, buscamos la exención y, por otro lado, evitar un costo mayor para la Provincia en el hecho de soportar una carga en un juicio, con honorarios y costas por una cuestión que ya estaría resuelta si es que aprueban el artículo relativo a la exención.


Luego, les acercaremos imágenes de los camiones con los que trabajamos a fin de que los puedan conocer, así como también les haremos saber qué tipo de inversiones se precisan para trabajar en una cantera, así como la importancia que tiene el producto que realizamos que muchas veces es menospreciado o denostado por gente que no conoce. Al respecto, deben saben que las veredas que pisamos y los edificios en los cuales habitamos en su composición tienen el 100 por ciento de compuestos mineros.


El Secretario de Minería de la Provincia de Córdoba nos ha estado acompañando en nuestra solicitud porque entiende que es una medida de fomento fundamental para nuestra actividad.

Sr. Presidente (Heredia).- Muchas gracias por su participación. 


Tiene la palabra la señora doctora Teresita Fili.

Sra. Fili.- La partida presupuestaria para la Maternidad provincial en el ejercicio anterior fue de 58 millones de pesos. Si hubiese podido contar con ese dinero, habría tenido en condición su sistema de seguridad y no hubiese sucedido el robo de un bebé.


Querría saber cómo seguirá la cosa de ahora en más.

Sr. Presidente (Heredia).- Los números son los que están en el Presupuesto. Para que ustedes puedan cotejarlos les recomiendo referirse a la ejecución presupuestaria de los tres trimestres del año -más este último trimestre- a fin de que puedan comparar cuánto se ejecutó del Presupuesto del año pasado –y si se cumplió o no con las metas presupuestarias- en cada uno de los hospitales de la Provincia de Córdoba y cuánto está previsto ejecutar el año que viene. 


Tiene la palabra la representante del Colegio de Escribanos de la Provincia de Córdoba, escribana Marcia Faustinelli. 

Sra. Faustinelli.- Agradezco la posibilidad de poder dialogar con ustedes sobre algo que tiene mucho que ver con nuestra actividad notarial. 


Con relación al sistema tributario establecido en la Ley Impositiva, sabemos que se han actualizado los porcentuales, aunque no tenemos comentarios que hacer. Sí lo haremos con un tema puntual referido a las Tasas Retributivas de Servicios. 
La Ley Registral 17.801 establece, en su artículo 5º, que al momento de que la escritura o el documento que se ingresa para su inscripción en el Registro General de la Provincia debe haberse acreditado que se han oblado las Tasas Retributivas de Servicio y el correspondiente Impuesto de Sellos. 
En el artículo 259 del Código Tributario se establece como oportunidad de pago el momento de la presentación del documento para su registración. ¿Qué ocurre con esto? Para las escrituras públicas, la ley nacional prioriza que la fecha a tener en cuenta sea la de otorgamiento del acto, o sea, el momento en que se han labrado.

Se tiene un plazo de 45 días para presentar el documento, dentro del cual se mantiene la reserva de prioridad, o sea, el bloqueo registral. Al momento de otorgarse la escritura el escribano retiene el Impuesto de Sellos y la tasa, para hacer el correspondiente depósito. Si, por ejemplo, se otorga la escritura en el mes de diciembre, están vigentes las tasas y los porcentuales que corresponden a la ley para el año en curso; pero, si esa escritura se firma el 30 de diciembre, indudablemente, va a ser presentada al Registro en el mes de enero; en estos casos, el Registro, de oficio, busca vías que permitan mantener las bases imponibles, las valuaciones o los porcentuales que correspondían al año anterior, porque las escrituras tienen ese plazo de 45 días para su presentación que debe ser respetado –ya hemos vivido esta situación en años anteriores. Incluso, la ley nacional establece que esa inscripción que va a producir el Registro va a ser retroactiva a la fecha del otorgamiento del acto, o sea que lo que se debe tener en cuenta es la fecha del otorgamiento del acto para la determinación de la Tasa Retributiva, el Impuesto de Sellos y la tasa de justicia –si hubiera tasa de justicia que abonar-, etcétera, a aplicar.

El artículo que habría que adecuar es el 259, que habla de las Tasas de Actuación y de la oportunidad de pago. Nuestra propuesta –la hemos traído por escrito- es que se introduzca una adecuación especial para el caso de los instrumentos de escrituras públicas, que abarcan también las judiciales. La redacción propuesta es: “Las tasas serán abonadas en el momento de solicitar el servicio. Cuando se trate de escrituras públicas o documentos cuya registración esté comprendida en el artículo 5º de la Ley 17.801, y se presenten en el plazo legal –o sea los 45 días-, se tomará en cuenta la fecha del otorgamiento del acto a fin de determinar la base imponible y la Tasa Retributiva aplicable”.

Este es, en síntesis, nuestro aporte.

Sería importante que la ley lo prevea, porque el artículo dice: “Las tasas serán abonadas en el momento de solicitar el servicio, salvo cuando se trata de tasas proporcionales”. Nosotros tenemos tasas proporcionales y fijas, por lo tanto, quedaría más claro si se le diera esta redacción.

Sra. Llupia.- Inclusive sobre las tasas proporcionales porque, por ejemplo, si usted firma una escritura el 30 de diciembre tiene una base imponible sobre el inmueble; pero, cuando va a inscribir eso, en febrero, tiene otra base imponible que el notario no conoce al 30 de diciembre, y de acuerdo al artículo le van a reclamar sobre la base imponible vigente a febrero. Esta situación especial se da con las escrituras que tienen un plazo de 45 días para inscribirse y no se le puede requerir el importe vigente en el momento de la prestación del servicio, que es lo que contempla el artículo de la ley.

Muchas gracias.

Sra. Faustinelli.- Predomina el criterio de la ley nacional, o sea que no podríamos cambiarlo en función de una norma provincial.

Muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Muchas gracias por el memorial.


Agradecemos la participación de las representantes del Colegio de Escribanos de la Provincia de Córdoba, escribana Marcia Faustinelli y la contadora Susana Llupia.


Invitamos al contador Alberto Castagno, representante del Comité Provincial de la Unión Cívica Radical.

Sr. Castagno.- Buenos días.


Les voy a dejar el documento que voy a leer, en el que se sienta la posición del Partido respecto del proyecto de Presupuesto 2011.


La Unión Cívica Radical participa de esta Audiencia Pública, y sobre los temas analizados en la misma formula las siguientes observaciones.


Primero: el proyecto de Presupuesto sometido a consideración de la  Unicameral no es el verdadero Presupuesto –ya voy a explicar qué quiere decir esto- que el Poder Ejecutivo se propone ejecutar. Lo afirmado se fundamenta en las siguientes razones. En base de la experiencia de lo ocurrido en ejercicios anteriores, advertimos que el Presupuesto proyectado para el Ejercicio 2011 de ninguna manera representa el verdadero plan de Gobierno que el oficialismo se propone ejecutar. En efecto,  tal como ocurrió en ejercicios anteriores, se plantea un Presupuesto equilibrado en función de un nivel de recursos que está subestimado. Con el transcurso del ejercicio económico se podrá verificar que los recursos fiscales superarán las proyecciones realizadas y, de esta forma, el Poder Ejecutivo dispondrá de recursos adicionales a los presupuestados y, discrecionalmente, les asignará aplicaciones no previstas en el Presupuesto de gastos que se apruebe en esta Unicameral. Lo señalado se puede convalidar analizando la Cuenta del Ejercicio 2010, todavía no cerrada.

 El Presupuesto de Gastos para el 2010 aprobado por ley alcanzó los 13.720 millones de pesos; no obstante ello, la proyección de los gastos que serán ejecutados al 31 de diciembre de 2010  ascenderá a 13.571 millones de pesos. Vale decir que entre el Presupuesto 2010 aprobado por la Legislatura provincial y las erogaciones en que efectivamente incurrió el Poder Ejecutivo durante este año existirá una diferencia de 1.651 millones de pesos  de más. Esto significa que, oportunamente, a los legisladores se les pidió autorización para ejecutar un Presupuesto de gastos determinado, y luego el Ejecutivo -porque las estimaciones de ingresos estaban  subvaluadas y eran pesimistas- ejecutó un gasto un 12 por ciento superior  al autorizado.


Para tener una idea de lo que dispuso discrecionalmente el Poder Ejecutivo durante el año 2010, se debe tomar en cuenta que los 1.651 millones de pesos  de libre disponibilidad equivalen a una vez y media el Presupuesto asignado para trabajos públicos para el año que viene. 

Con la misma  lógica con que el Ejecutivo procedió en el 2010, y, suponiendo que se sobreejecute un 12 por ciento más de los ingresos autorizados, podemos afirmar que si para el 2011 se propone un Presupuesto de Gastos de 18.725 millones de pesos  es porque el Ejecutivo estaría dispuesto a gastar 2.247 millones de pesos más en rubros e ítems de gastos que no están sometidos a consideración de los legisladores provinciales ni están identificados los destinos que se otorgarían a los mismos.

Los 2.247 millones de pesos de “libre disponibilidad” equivalen al doble del presupuesto oficial para la construcción de la nueva Casa de Gobierno y la nueva Terminal de Ómnibus juntas.


Por las razones señaladas, la Unión Cívica Radical afirma que el Presupuesto sometido a consideración de este Poder Legislativo no es el verdadero presupuesto que el Ejecutivo se propone ejecutar. En consecuencia, propone que se revise pormenorizadamente el articulado de la Ley de Presupuesto sometida a consideración y que se establezcan disposiciones que obliguen al Poder Ejecutivo a proceder de la siguiente manera –esto es un proyecto de artículo–: “En caso que los ingresos obtenidos superen a los proyectados en el Presupuesto bajo análisis, el Poder Ejecutivo deberá constituir un Fondo de Reserva y solicitar autorización al Poder Legislativo para su aplicación a fines que permitan atenuar la marginalidad y la carencia de viviendas en que se debate un tercio de la población cordobesa”.


Gastos en Personal y Gastos en Bienes y Servicios: en el presupuesto 2011 se advierte que los Gastos en Personal se han incrementado un 24 por ciento promedio con relación al Ejercicio 2010, y se dice que esto ocurre “continuando con la política de recomposición salarial desarrollada en los últimos años”. 


Al mismo tiempo, los Gastos en Bienes y Servicios se han incrementado en menor medida entre 2008/2009. Luego, para el año 2010, han crecido nuevamente acompañando la recuperación económica.


Se destaca que estos ítems, en conjunto, configuran los denominados Gastos de Consumo. Estos gastos se han visto incrementados, en promedio, en un 25,4 por ciento con respecto a los ejecutados en el año 2010.


En el mensaje de la Ley de Presupuesto se destaca que se incrementan las horas cátedra y la planta de personal.


Pero el mensaje guarda silencio con relación a tres temas muy delicados: 1) nada se menciona respecto a los aumentos que se deberán aplicar por antigüedad de todos los agentes. 2) Tampoco nada se dice respecto al resultado de los concursos efectuados este año y que van a tener su impacto en mayores sueldos durante el Ejercicio 2011. 3) Tampoco se hacen reflexiones respecto a los posibles aumentos que se deberán otorgar por la evolución esperada en los índices inflacionarios.


Ante las tres cuestiones señaladas en el punto anterior, cabe formularse una pregunta: ¿será suficiente el 24,5 por ciento e incremento proyectado en el Presupuesto para el ejercicio 2011?


Temas sobre los que el Presupuesto no contempla afectación de recursos: a) Plan de erradicación de “viviendas ranchos”. Para este plan se prevé construir más de 1000 viviendas. Este enunciado no está reflejado en el Presupuesto 2011.

b) Capitalización del Banco de Córdoba: un tema tan delicado para el desarrollo económico de la Provincia como lo es el encuadramiento del Banco ante las normas establecidas por el Banco Central de la República Argentina, no figura como prioritario. No se advierte en el Presupuesto 2011 la afectación de recursos para su capitalización.

c) Empresa Provincial de Energía Eléctrica: es conocida la grave situación en que se encuentra EPEC para distribuir y transportar energía. A ello se agrega el agravamiento de su posición financiera como consecuencia de las “erróneas inversiones” realizadas para generar energía en la Central Pilar. No obstante ello, no se refleja en el Presupuesto 2011 la afectación de recursos para superar la crítica situación financiera en que se encuentra EPEC. 

d) La Crisis Hídrica: es conocido que en los últimos años la Ciudad de Córdoba tiene graves problemas para su aprovisionamiento de agua. Tanto el Dique San Roque como el Canal Los Molinos-Córdoba se encuentran en una situación límite que hace muy difícil imaginar que, durante el Ejercicio 2011, los casi dos millones de cordobeses de la Capital dispondrán de agua potable, en las condiciones de sanidad y calidad exigidas por el Código de Aguas de la Provincia y por las pautas de la Organización Mundial de la Salud.


En tal sentido, el Presupuesto hace escasas referencias a la problemática descripta en el Plan de Trabajos Públicos propuesto, lo que demuestra que el Gobierno de Córdoba aún no ha comprendido que la provisión de agua potable a su principal centro urbano debe asumirse como política de Estado y, en consecuencia, se deberían afectar recursos presupuestarios suficientes para encarar las grandes obras que el problema requiere.


Tanto el sistema de cloacas como el tratamiento de residuos líquidos y sólidos acarrean problemas que afectan todo el territorio provincial; son temas graves y delicados que exigen inversiones importantes para su resolución, así como acciones permanentes en el corto, mediano y largo plazo. Sin embargo, en el Presupuesto 2011 existen referencias menores y escasas inversiones para su resolución.


Por su parte, el déficit crónico y permanente de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba exige afectación de recursos que no pueden depender exclusivamente del Gobierno nacional. En el Presupuesto 2011 no existen programas orientados a la superación de la problemática descripta y todo depende de los recursos que puedan provenir de otra jurisdicción.


Respecto de la coparticipación de impuestos a las municipalidades, los recursos aplicados con esta finalidad son cada año relativamente menores; sin embargo, hay nuevas circunstancias que no están contempladas en el Presupuesto 2011, a saber: en primer lugar, las exenciones otorgadas por la Provincia de Córdoba con relación al Impuesto sobre los Ingresos Brutos reducen la masa coparticipable a los municipios y comunas; en segundo término, los recientes fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Córdoba, relativos a que la contribución que incide sobre la actividad comercial, industrial y de servicios no debe gravar a los contribuyentes con asiento de sus negocios en otras jurisdicciones, reducen significativamente los recursos municipales; por último, el Presupuesto 2011 debería contemplar la afectación de recursos a favor de los municipios y comunas de la Provincia, para compensar la caída que sufrirán en sus ingresos, como consecuencia de los aspectos señalados en los puntos anteriores.


Por las razones expuestas, la Unión Cívica Radical no puede acompañar la sanción del proyecto de Presupuesto 2011, en los términos en que fue elevado para su consideración por esta Legislatura Unicameral, hasta tanto no se introduzcan las modificaciones necesarias para resolver los aspectos observados.


Nada más.

Sr. Presidente (Heredia).- Muchas gracias por su participación y su aporte.


A continuación, hará uso de la palabra el presidente de la Cámara de Empresarios de Repuestos Automotor y Afines de Córdoba, José María Martínez.

Sr. Martínez.- En nombre del sector que represento, les agradezco la posibilidad que nos han brindado para expresarnos en esta Legislatura.


Como el contador Panero –quien me acompaña–, vicepresidente de la Cámara de Empresarios de Repuestos Automotor y Afines de Córdoba, es especialista en esta materia, se explayará sobre el particular, luego de lo cual les entregaremos el memorándum que trajimos.

Sr. Presidente (Heredia).- Puede hacer uso de la palabra, contador Panero.

Sr. Panero.- Reitero el agradecimiento de José María Martínez porque nos permitan estar aquí presentes para brindarles nuestro punto de vista sobre este tema.


Nuestro inconveniente radica, fundamentalmente, en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, en lo que hace al caso puntual de la actividad mayorista. A diferencia de muchas otras actividades, en que las etapas de comercialización son dos –los productos pasan directamente de la industria a quien vende, y de éste al minorista, como sucede con la rama de la alimentación o de la construcción– y dada la diversidad de autos y de piezas que existen en el sector de repuestos del automotor, es usual –casi imprescindible- que haya tres etapas: la industria, el mayorista -que distribuye determinadas piezas- y el minorista. En este caso, al tributar el mayorista y el minorista se produce una doble imposición, lo cual hace que el producto llegue al consumidor con un precio mucho más elevado. Si nosotros tomamos como referencia otra actividad que lo tiene, como por ejemplo, la venta de productos agroquímicos, vemos que para el sector minorista es del 4 por ciento y para el mayorista del 2 por ciento.

La venta de autos pasó de una alícuota anterior del 2,45 al 2,95 en la actualidad, o sea que se incrementó un 20 por ciento. En nuestro caso, teníamos una alícuota del 2,5 y se elevó al 4 por ciento, lo que significa un incremento del 60 por ciento.


Por otro lado, tenemos el inconveniente de la competencia con las principales provincias donde se desarrolla la actividad, o sea, donde hay registrados mayoristas, estas son: la Ciudad de Buenos Aires, la Provincia de Buenos Aires y la Provincia de Santa Fe. En los tres casos, la alícuota mayorista para esta actividad ronda el 3 por ciento y no el 4 por ciento. 


Nuestra petición concreta sería que para el sector mayorista se produzca una disminución del 30 por ciento, como sucedió en algunos sectores minoristas, de por lo menos un monto anual de hasta 10 millones de pesos de venta. De esa manera se favorecerá, por lo menos, a las empresas más chicas cuyo índice de gastos es menor precisamente por ser más chicas, es decir, les estaríamos dando algún beneficio de competitividad. 


Básicamente esto es lo que queríamos expresar. 

Sr. Presidente (Heredia).- Agradecemos la participación de la Cámara de Empresarios de Repuestos de Automotor y Afines de Córdoba, en la figura del presidente José María Martínez y el contador Panero. 


Antes de pasar al cuarto intermedio vamos a escuchar a los representantes de la Agrupación Amaru. No estaban inscriptos para participar, han venido como cualquier ciudadano y vamos a aprovechar estos minutos para escucharlos como a cualquier otro expositor.


Tiene la palabra la doctora García.

Sra. García.- Buenas tardes.


No pertenezco a la Agrupación Tupac Amaru sino que soy de Hogar Clase Media Plan Mix.


Hemos venido francamente muy preocupados por el tema del Presupuesto en lo que respecta a vivienda; ustedes saben que hace pocos días ha habido seis tomas de tierras.


El Plan Hogar Clase Media ha sido instrumentado por el gobierno de José Manuel De la Sota, que introdujo modificaciones al Plan Federal II, que no se cumplió nunca y tampoco se terminó el Plan Federal I.


Respecto a este tema, hemos visto que el presupuesto para Obras Públicas es deficiente en cuanto a vivienda. Lamentamos muchísimo que el presupuesto previsto para el Centro Cívico sea de 450 millones de pesos, cuando no es algo urgente ni necesario para la ciudadanía de Córdoba.


A su vez, el presupuesto para viviendas, también de 450 millones de pesos, tiene el agravante de que el 70 por ciento de este monto depende de fondos que envía la Nación. No solamente nos parece lamentable sino que, aparte, se prevén 242 millones de pesos para 1.500 viviendas, que son de recursos propios de la Provincia. Si hacemos el cálculo, observamos que para estas viviendas se está valuando el metro cuadrado a 2.520 pesos; si a esto le sacamos el 20 por ciento de infraestructura –no cuenta el terreno porque éste ya está comprado-, hay un 10 por ciento de ganancia para el empresario y algún interés de financiación. Lo cierto es que estas viviendas de 64 metros cuadrados de construcción, sin cerámicos, con pisos de estucado, se están licitando a 1.700 pesos el metro cuadrado, lo cual no es el precio real.


Tampoco es el precio real el metro cuadrado para el Centro Cívico. Se parte de una licitación que considera el precio del metro cuadrado entre 6 y 8 mil pesos, lo cual no existe ni en la ciudad más cara del mundo, tal vez, se puede encontrar en Tokio, en este momento la más cara del mundo.


Avalar este tipo de licitaciones e implementarlo en un Presupuesto es delictivo. Por lo tanto, vengo a instarlos a que revean estos montos presupuestarios e incrementen el presupuesto para vivienda.


En su mensaje de elevación, el Gobernador, en el capítulo referido a políticas sociales, denuncia la existencia de 39.000 familias que viven hacinadas o sin núcleo húmedo, para las cuales están previstos únicamente 5 mil créditos, para construir una habitación a un costo de 12.000 pesos.


Si ustedes mismos están poniendo en conocimiento la existencia de esta cantidad de población que vive en esa situación y están asistiendo a la toma de tierras por parte de la población, en donde los mismos fiscales intervinientes han notificado que se trata de conflictos sociales y se han negado a intervenir judicialmente, están avalando una situación de conflicto social.


Es más, si no se modifica el Presupuesto, se está instando al conflicto social que, de hecho, ya se está viviendo en Buenos Aires.


Nuestra función ha sido siempre requerir y denunciar como ciudadanos el incumplimiento de los actos de gobierno y no somos los únicos. Según la doctora que intervino, denunció la barbaridad de una sala de jardín de infantes a 300.000 pesos; a eso se le llama coima, cohecho, retorno, corrupción o cualquier otra forma que puedan encontrar.


La función nuestra es instarlos a que achiquen gastos, como por ejemplo, el Centro Cívico, recorten gastos en publicidad y propaganda e inviertan en viviendas.


La responsabilidad política de ustedes es importante y nosotros tenemos la obligación de informales que están avalando el delito e instando al conflicto social. Ante esto, los anuncios gubernamentales pasan a ser algo así como los cheques de Falo, muchos y sin fondo.


Gracias.

Sr. Castigliolo.- En primer lugar, quiero agradecerles la dispensa de poder expresarnos en este ámbito formal que para nosotros es inusual.


También entendemos que debería revalorizarse este ámbito que creemos pequeño y muy poco publicitado, con pocas organizaciones invitadas, ya que si se hiciera de otra manera se le podría otorgar una forma mínimamente vinculante a las propuestas u objeciones que proponen los intervinientes. Creo que para que se pudiera llevar a cabo de esa manera las reuniones deberían hacerse por ejemplo en un estadio, para que como ciudadanos en democracia podamos fortalecerla en estos espacios, donde los que no tenemos acceso podamos expresarnos en ámbitos formales tal como lo hacemos en las calles cotidianamente.


Nosotros también estamos muy preocupados por lo que se desprende del Presupuesto; si bien hemos hecho nuestros análisis técnicos con compañeros que entienden sobre el tema –nosotros lo entendemos más desde el punto de vista político- y vemos que es claramente insuficiente, con lo que se estarían comprando un 2011 cargado de conflictos.


La responsabilidad que nos toca como referentes sociales es muy fuerte y nos preocupa muchísimo porque no queremos que se repita, por ejemplo, lo sucedido en Villa Soldati, donde los que pagan con sus vidas somos siempre los mismos. Creemos que en esto tenemos que ser concientes y muy cuidadosos ante la posibilidad de que la situación pueda irse de las manos.


Como organización Tupac Amaru, desde Jujuy hacia abajo, hemos demostrado la capacidad de desarrollo, de construcción, de participación de los compañeros en procesos productivos que sean parte de proyectos de construcción de viviendas, de fábricas, de promover la cultura del trabajo, el acceso a la educación, a la salud, etcétera.


Estoy convencido que este Presupuesto puede llevarnos a situaciones muy difíciles, por lo que debemos estar a la altura de las circunstancias. Probablemente ya haya decisiones tomadas, pero estos son momentos de grandeza que hay que tener muy en cuenta, porque después pagamos caro estas cuestiones.


Acá se han presentado otras organizaciones que también expusieron la problemática habitacional, haciendo hincapié en que el tema de la vivienda no está contemplado con los parámetros de gravedad que hoy existen.


Hoy la tecnología nos permite acceder a algunas proyecciones, y si vemos, por ejemplo, a través de Google a los barrios, podemos comprobar que en algunas zonas las casas no cuentan con patios porque generación tras generación van construyendo lo que pueden, con el consecuente hacinamiento. Los que vivimos en la zona sur sabemos de esto –y el legislador Heredia también, como militante de toda la vida- ya que hemos recorrido estos barrios, y es la zona con mayor cantidad de nacimientos y población más joven, pero también con un nivel de hacinamiento preocupante y peligroso.


Nosotros hemos tratado muchas veces de acercarnos al Gobierno para elevar nuestras propuestas, para ser parte de los proyectos y ayudar en esta cuestión, pero no hemos sido escuchados. En este mismo ámbito, a fines del año 2009, presentamos una propuesta de proyecto de ley  para que se haga un relevamiento de tierras fiscales y de tierras privadas ociosas, pasibles de ser declaradas de utilidad pública y de expropiación, tal como ocurrió con las tierras de Villa El Libertador y que con este mismo Gobierno lo logramos y estamos construyendo viviendas y hemos levantado una fábrica de 400 metros cuadrados. Es decir, se pueden y se deben hacer cosas.


Hoy las organizaciones han tomado un gran desarrollo, no solamente en la construcción de los barrios sino que también se ha tomado conciencia que se debe trabajar conjuntamente con el Estado. Es por ello que el Estado no puede estar ausente en la relación con las organizaciones sociales e intermedias que son los que tienen relación directa con la problemática concreta de los territorios.


Al igual que la doctora García, en representación de Hogar Clase Media, instamos a los legisladores a que vean la gravedad de la situación porque puede explotar. No lo estoy inventando sino que nos ha ocurrido cuando no visualizamos claramente la preocupación en los distintos sectores. Un ejemplo es lo que sucedió con el proyecto de ley de educación cuando pensábamos que los chicos estaban en otra cosa pero, afortunadamente, no es así, tienen muy en claro lo que quieren. Lo mismo ocurre con el resto de la sociedad.


Hoy no se puede perder la vida luchando por tierras y por viviendas. Hemos retrocedido en muchos aspectos, por lo que revalorizar esta problemática es muy importante. Hemos visto cómo se han generado sentimientos de xenofobia y de discriminación por parte de quienes tienen un techo medianamente digno en contra de los que no tienen nada. Ello no ayuda a construir una sociedad como la que pretendemos todos, tanto ustedes como nosotros, que sea plural, inclusiva y diversa.


Como organización ofrecemos toda nuestra experiencia y solicitamos que revean el proyecto de presupuesto porque creo que estamos comprando un problema para el año que viene.


Es todo, muchas gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Les agradecemos la presencia a los representantes de la agrupación Tupac Amaru y de Hogar Clase Media.


Pasamos a un cuarto intermedio de 40 minutos.

-Es la hora 13 y 24.

-Siendo las 14 y 26,

Sr. Presidente (Heredia).- Buenas tardes.


Continúa la Audiencia Pública iniciada esta mañana, en la cual ya han participado varios oradores.


Conforme al orden establecido, le corresponde el uso de la palabra al doctor José Gilardi –quien tenía como horario asignado el de las 13 y 50-, si no está, continúa los representantes de la Fundación para el Desarrollo de Políticas Sustentables, el señor César Murúa y la señora Paula Ávila, si tampoco se encuentran presentes, continúa la secretaría general de SERVIPROH, Margarita Ruiz Vega.

Sra. Ruiz Vega.- Buenas tardes.


Somos organizaciones de base de dos asociaciones civiles: SERVIPROH y La Minga.


Traemos una propuesta de política social y habitacional con modificaciones tributarias para los loteos de planes de viviendas de interés social.


Defendemos la justicia social, la igualdad, la dignidad, la no discriminación y rechazamos los desalojos que se están realizando, que demuestran la falta de políticas sociales y habitacionales.


Fundamentamos nuestra propuesta en los principios de los Derechos Humanos, en el derecho al hábitat, lo que implica: seguridad jurídica en la tenencia de la tierra y la vivienda; disponibilidad de infraestructura, equipamientos; y servicios bajos y soportables.


Habitabilidad, lugar adecuado donde hay empleo, redes familiares, entre otros principios; que considere las características de la familia y de la población; la adecuación cultural en la consulta y decisiones de la familia sobre el lugar donde vivir.


Todos estos principios son constitucionales y obligan a los Estados a reconocer estos derechos y fijar políticas para que se cumplan.


Las razones de nuestro planteo están basadas en el artículo 58 de la Constitución provincial, que claramente dice: “Todos los habitantes tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna, la que, junto a los servicios con ella conexos y la tierra necesaria para su asentamiento, tiene un valor social fundamental. La vivienda única es inembargable, en las condiciones que fija la ley. El Estado promueve las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho. A tal fin planifica y ejecuta la política de vivienda y puede concertarla con los demás niveles jurisdiccionales, las instituciones sociales o con el aporte solidario de los interesados. La política habitacional se rige por los siguientes principios: 1) Usar racionalmente el suelo y preservar la calidad de vida, de acuerdo con el interés general y las pautas culturales y regionales de la comunidad; 2) Impedir la especulación; 3) Asistir a las familias sin recursos para facilitar su acceso a la vivienda propia”.


Con estos fundamentos creemos que las políticas sociales y habitacionales equitativas deben considerar “el suelo”. Propuesta de la política de producción de suelo urbano, contemplando los puntos mencionados en el Pacto Internacional de los Derechos Humanos; asumir el Estado las funciones a desarrollar urbanosociales, que esto implica: aplicar figuras jurídicas protectoras y que posibiliten el acceso a la tierra, por ejemplo, la experiencia de Comunidad Renault, donde se dictó una ley provincial de expropiación de la tierra para las familias del barrio; o la Ley de Villa 5288, aún vigente, que incluye la transferencia de la tierra a las familias poseedoras; recuperar las tierras ociosas o vacías para planes sociales de pequeña escala, consolidando los barrios ya existentes, como el caso del lote de Vélez Sársfield, donde se ubicaba la villa El Pocito, hoy Cooperativa Güemes; utilizar mecanismos como el canje de deudas impositivas a cambio de tierras urbanas para planes sociales; crear un Fondo Solidario y Social del Hábitat, destinado a la compra de tierra, mensura, infraestructura, sedes comunitarias, mejoramiento y viviendas para los planes de interés social, con un presupuesto anual actualizado. El fondo debe tener distintas formas de financiamiento: subsidio total, subsidio parcial o créditos sociales -formas mixtas de ahorro previo, subsidios y créditos.


Reconocer las redes y las organizaciones sociales con su iniciativa de producción social de hábitat como forma de integración y democratización de las políticas sociales y habitacionales; tener una infraestructura y servicios urbanos; completar en los barrios los planes sociales, las infraestructuras básicas, incluyendo redes de agua y luz, alumbrado público, cordón cuneta para que nuestros barrios no se inunden y, sobre todo, redes de gas natural, muy importante para nuestras familias de escasos recursos y de trabajos informales; demandar a los organismos prestadores de servicios públicos -función del ERSeP- que cumpla con las inversiones y mantenimiento de las infraestructuras previstas en sus contratos de concesión, con el fin de preservar y lograr una adecuada calidad de los servicios; establecer una política de escrituración para todos los loteos y planes de viviendas de interés social de rápido tratamiento y que garantice la gratuidad de la totalidad de los trámites, como honorarios, gastos y timbrados.


Se solicita incrementar el Presupuesto del Programa Provincial de Escrituración de Viviendas Sociales y se respete el uso de los recursos públicos para ese fin. (Aplausos); además, viviendas, capacitación laboral y empleo; proyectos de mejoramiento de viviendas y viviendas nuevas con fondos provinciales, utilizando los recuperos de otros planes de viviendas financiados por el Gobierno provincial con administración de las propias organizaciones como parte de los diversos programas de fondos solidarios y Social del Hábitat; proyectos que generen empleo en las organizaciones con forma de producción de uso intensivo y de mano de obra local; posibilitar la capacitación de los jóvenes, mujeres y hombres en oficios relacionados con la construcción y otras ramas. 

Sra. Ojeda.- Me toca hacer el planteo sobre salud, educación, sus políticas y legislaciones concertadas.


Pertenezco al colectivo de organizaciones sociales –aquí presentes-; además, soy miembro de la Cooperativa Futuro y estamos trabajando en forma conjunta con la ONG Serviproh y La Minga.


Salud, educación, mayor inversión y mejores servicios de la salud y educación pública en la Provincia. Demandamos una atención integral de la salud, que considere la asistencia interdisciplinaria, con la producción e indicación de medicamentos genéricos o monodrogas y, sobre todo, la prevención y promoción de la salud. Cabe aclarar que lo que estamos planteando acá es un aumento del Presupuesto genuino destinado a salud para la producción pública de medicamentos que ya existen en nuestra Provincia en otros entes públicos, como la Municipalidad de Córdoba y el Laboratorio de Hemoderivados dependientes de la Universidad Nacional de Córdoba, como así también, decir que no estamos de acuerdo con los planes que generan deuda externa, lo cual redunda en menos educación y menos salud.

 Queremos una atención integral, que incluya la articulación entre la salud, la educación, el desarrollo infantil, el protagonismo juvenil y la economía social en las comunidades; generar proyectos inclusivos recuperando las capacidades de las comunidades en todas estas temáticas; equidad en los servicios de educación para evitar la desigualdad actual en la calidad educativa; asumir desde el Gobierno provincial la responsabilidad de los centros de desarrollo infantil, que sostenemos en nuestras organizaciones de manera continua. 

Exigimos mayor presupuesto y mecanismos de gestión conjunta entre el Gobierno y las organizaciones sociales como parte de una política de Estado permanente. No queremos más proyectos que se definen año a año. Pretendemos más presupuesto que asegure calidad en las dietas y en las actividades educativas con los niños. El Estado provincial debe dar reconocimiento a los promotores infantiles como empleados del Gobierno y no como becarios; mejorar las condiciones de infraestructura y equipamiento de las sedes donde funcionan los Centros de Desarrollo Infantil, garantizando personal formado que pueda ofrecer atención y educación de calidad en los primeros años de vida -que son los fundamentes de toda persona.


Es importante adherir y aplicar en el ámbito provincial la Ley Nacional de Centros de Desarrollo infantil como también adecuar todos los programas destinados a la niñez desde los principios que plantea la ley Nacional de Protección Integral de los Derechos.


Garantizar el reconocimiento a las promotoras y a las organizaciones  comunitarias por el rol asumido en estos años, garantizando el cumplimiento de los derecho de los/las niñas de sus comunidades; incorporar actividades de refuerzo educativo, recreativo, etcétera, para los niños y niñas de nuestra comunidad.


Mayor articulación entre las escuelas y las comunidades. Generar diálogos entre autoridades y comunidad con el fin de terminar con la discriminación y el autoritarismo. 


Generar el pleno acceso al sistema educativo de nuestros niños, niñas y jóvenes. Se debe terminar el problema de la falta de bancos y las expulsiones sistemáticas hacia los jóvenes en los colegios. Debemos contar con gabinetes psicopedagógicos en cada escuela, y con monitores o tutores comunitarios para la permanencia y buen rendimiento de nuestras niñas y niños en la escuela; provisión y aprovechamiento del equipamiento de informática en las escuelas con acceso a los estudiantes (gabinetes informáticos cerrados o sin docentes); mejorar la calidad y cantidad de la alimentación que se brinda en las escuelas provinciales. Volver a las cocinas escolares y no a las empresas privadas; demandamos espacios de participación efectiva de niños, niñas y jóvenes como ejercicio de su ciudadanía. Su voz e interés debe contemplarse en la definición de políticas públicas destinadas a la niñez y juventud.

En cuanto a las políticas y legislaciones concertadas, planteamos: establecer espacios de participación y construcción colectiva con actores sociales como las organizaciones comunitarias, redes barriales y organismos no gubernamentales de promoción y desarrollo social; contribuir a las propuestas de políticas públicas, usando realmente los mecanismos existentes en la Constitución provincial, pero escuchando y considerando los planteos de las organizaciones sociales; generar nuevos canales para políticas públicas, ámbitos de participación ciudadana, consulta, definición, sobre todo en el seguimiento y control de políticas y programas y en la rendición de cuentas del presupuesto y en la verificación del uso de los recursos públicos.

Sra. Tula.- Buenas tardes.


Soy María Sandra Tula, de Cooperativa Villa Hermosa. Trabajo en el colectivo de organización junto a las ONG La Minga y Serviproh.


Queremos, en primer lugar, la modificación del Código Tributario provincial y de la Ley provincial Nº 9453, Exenciones, Categoría Social, Impuesto Inmobiliario Social y Registro Provincial de Loteos y Planes de Vivienda de Interés Social. 


Artículo 1: Considérense incluidos los beneficios de la Exención de Pleno Derecho, contemplada en el artículo 138 del Código Tributario provincial y sus modificatorias, a los inmuebles que revistan el carácter de loteos y planes de vivienda declarados de interés social de propiedad de organizaciones comunitarias bajo negocio fiduciario con el Gobierno provincial.


Artículo 2: Considérense incluidos en los beneficios de la Exención Subjetiva, artículo 139 del Código Tributario provincial –Ley Nº 6006 y sus modificatorias-, a las viviendas y a las sedes comunitarias de propiedad de organizaciones comunitarias que demuestren el desarrollo de actividades sociales sin fines de lucro -Centros de Desarrollo Infantil, Apoyo Escolar, Talleres de Jóvenes, etcétera. Los plazos de vigencia de las Exenciones de Pleno Derecho y subjetivas serán por todo el tiempo que subsista la propiedad escriturada bajo negocio fiduciario con el Gobierno provincial, en el primer caso; y la continuidad como loteo de interés social como condición de Exención Subjetiva para las organizaciones comunitarias, en el segundo caso.


Artículo 3: Extiéndase el reconocimiento de los beneficios de las Exenciones de Pleno Derecho y de las Exenciones Subjetivas para los loteos, planes de vivienda de interés social y de las sedes de propiedad de organizaciones comunitarias por todos los años no prescriptos.


Artículo 4: Créase la categoría social del Impuesto Inmobiliario para los loteos, planes de vivienda y sedes comunitarias de interés social. Es para todos aquellos inmuebles que hayan sido producto de políticas y legislaciones sociales, Ley provincial de Villas 5.288, Programa Arraigo, Ley nacional de Tierras Fiscales, otorgamiento de recursos públicos en calidad de subsidio para la producción total o parcial de los planes de vivienda. Asignar esta nueva categoría social tributaria a todos los inmuebles, como forma de garantizar la seguridad jurídica en la tenencia de lote, la vivienda familiar única, y las sedes comunitarias.

Artículo 5º: Fíjese un Impuesto Inmobiliario Social para la nueva categoría social tributaria de los lotes, viviendas de interés social y de las sedes comunitarias cuyo monto anual será del 2 por ciento del salario mínimo vital y móvil. Dicho impuesto se aplicará desde el momento de la escrituración individual de las viviendas familiares y las sedes comunitarias.

Artículo 6º: Créase el Registro de la Provincia de Córdoba de Loteos y Planes de Vivienda de Interés Social de Organizaciones y Familias de Escasos  Recursos. Este padrón contendrá a todos los inmuebles producto de políticas sociales. A todos ellos se les facilitarán las gestiones de exención, asignación de la nueva categoría social tributaria y del Impuesto Inmobiliario Social de los loteos, viviendas y sedes comunitarias. Estos planes incluidos en el Programa de Escrituración de Viviendas Sociales serán de carácter gratuito, en la totalidad de los gastos necesarios como honorarios, tasas, timbrados, etcétera.

Artículo 7º: Agilícese mediante las fuentes secundarias disponibles la conformación del Registro, que tendrá carácter abierto a la incorporación de nuevos planes sociales en el ámbito provincial.

Artículo 8º: Reconózcase para el otorgamiento de la categoría social tributaria y el Impuesto Inmobiliario Social al listado de familias que han sido contempladas en el Programa de Escrituración de Viviendas Sociales, que será elevado por las autoridades representantes legales de las organizaciones comunitarias o los organismos gubernamentales correspondientes para los planes de vivienda social estatales.

Artículo 9º: Suprímase el artículo 6º de la Ley provincial 9.453 donde se establecía que las organizaciones comunitarias debían desistir de las costas –de corresponder- de las acciones extrajudiciales y judiciales estableciéndose que las cosas sea por el orden causado.

Muchas gracias.

Sra. Ruiz Vega.- Les queremos agradecer por tenernos siempre en cuenta para esto y escucharnos. 

Como organizaciones, nos ponemos a su entera disponibilidad para dialogar, así como lo hemos hecho en otros años.

En cuanto al artículo 9º que dice “Suprímase”, ya hay jurisprudencia porque en 9 juicios  que teníamos por el tema de impuestos, no nos cobraron un centavo. O sea, que eso es jurisprudencia, por lo tanto ese artículo nunca fue aplicado.

Sr. Presidente (Heredia).- Es la lucha de ustedes.


Vamos a seguir trabajando en el tema. Veo que le han dado forma al proyecto del cual veníamos conversando, sobre todo el de Impuesto Social. Vamos a continuar trabajando con las organizaciones, no sé si vamos a tener tiempo de tratarlo antes de la sanción, pero me comprometo a que en el primer mes de No sé si vamos a tener tiempo de tratarlo antes de la sanción, pero me comprometo a que, si no lo podemos incorporar ahora, en el primer mes de actividad parlamentaria del año que viene, en el mes de febrero, lo trataremos.
Queremos agradecer la participación de la señora Margarita Ruiz Vega, de SERVIPROH; de la señora María Sandra Tula de la Asociación La Minga; y de la señora Violeta Mabel Ojeda, de la Cooperativa Futuro, quienes representan a 17 cooperativas y organizaciones-comunidades y a la red vecinal “60 Cuadras”. 

Gracias por la participación.

A continuación, invitamos a participar a la Asociación Empresaria Hotelera y Gastronómica de Córdoba, cuyo representante es el señor David Carrera.

Sr. Carrera.- Señor presidente, honorable Comisión: cada sector viene a dar su opinión y a plantear los problemas, y es responsabilidad de ustedes –como lo vienen cumpliendo–, tratar de armonizar y conformar a cada uno buscando un equilibrio.


Si tuviéramos que elegir o clasificar aquellas actividades que en la Provincia de Córdoba generan recursos genuinos tendríamos que hablar del turismo. 

La Provincia consideró la importancia que tiene esta actividad, cuyos actores principales son la hotelería y la gastronomía, como recurso genuino y financiero para la misma. En el año 2000 adhirió la honorable Legislatura y el Gobierno provincial a una ley nacional que declaró de interés nacional al turismo,  y aquellas provincias que adhirieron a esa ley, se comprometieron a desarrollar acciones y políticas en pos del crecimiento del turismo, otorgando promociones, beneficios impositivos, tributarios, similares a los que se brinda a la industria. Este es el texto de este artículo, y  luego el mismo pasó a la Ley de Turismo nacional. 

Pero, si bien la Provincia adhirió, el sector advierte que pese a tener esa ley, ese marco legal adecuado como un instrumento, justamente, para dar posibilidades de crecimiento y desarrollo a esta actividad y a los sectores que la integran, como la hotelería y la gastronomía, se advierte que nada se ha hecho positivamente para decir: “vamos a considerar en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos adecuar una alícuota similar a la de la industria”.

En el proyecto de Presupuesto se fija para la industria una alícuota general del 0,50 por ciento y para el sector de la hotelería y gastronomía una alícuota general de un 4 por ciento. Si las comparamos –es obvio– la diferencia es sustancial. Pero en cifras, lo que ha significado este año el gasto turístico como ingreso que ha generado y movilizado distintas actividades – cifras que quizá ustedes puedan corroborar a través de la Agencia Córdoba Turismo y de la Dirección de Rentas– es aproximadamente unos 5.000 millones de pesos en lo que va del año 2010, que es un importe significativo para atender a este sector. Entonces, se advierte que, si bien la Provincia asigna un monto importante para esto, no brinda otra posibilidad para un desarrollo y un crecimiento más sostenido.


Después me referiré a una ley que puede complicar este tema, pero si se la interpreta correctamente se puede arribar al resultado al que se aspira, con una reducción de al menos un 2 por ciento en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, y de un 20 ó 30 por ciento –solamente para este sector de la hotelería y gastronomía– en el coeficiente para la fijación del Impuesto Inmobiliario, tomando en cuenta que los montos para este año han sido considerablemente altos.


Sé que la Provincia necesita recursos y que tiene más gastos, y es precisamente por eso que hay que apoyar al sector hotelero y gastronómico para que ayude a generarlos. Después veremos cómo se puede lograr un mayor ingreso a partir del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, en virtud de una acción positiva que lleva adelante la Agencia Córdoba Turismo, cuyo presupuesto de erogación para el año 2011 está bien visto y es valorado positivamente desde este sector.


La Agencia Córdoba Turismo cumple adecuadamente con sus fines y, además, lleva adelante políticas de desarrollo, crecimiento y promoción, una de las cuales radica justamente en controlar y verificar el estricto cumplimiento de normas fiscales. Dándole impulso a esto, se ha logrado sumar a muchos establecimientos que estaban fuera de la ley, tratando de ordenar a todos para un debido cumplimiento, de modo que la competencia sea leal y justa. Creo que con el hecho de que todos paguen por desarrollar esta actividad y se encuentren debidamente inscriptos, la Provincia logrará recaudar más dinero. La Agencia Córdoba Turismo comparte la política de perseguir a la competencia desleal e ilegal, es decir, al que no cumple formal ni sustancialmente.


Por un lado, se pide una reducción de la alícuota y, por otro, se exige que todos estén en un mismo plano de igualdad y, por lo tanto, paguen lo que les corresponde. Entonces, no es contradictorio lo que opina esta entidad. Valoramos, en consecuencia, el presupuesto asignado para la Agencia Córdoba Turismo.


Respecto del artículo 24 de la Ley de Presupuesto, relativo a los beneficios de la Ley 7232 –que data de muchos años y que ha generado, sobre todo en la ciudad de Córdoba, muchos pedidos por parte de esta entidad para que se suspendan determinados beneficios–, se advierte que, a través del inciso 1), se establece un cupo para el año 2011, y el monto para las acciones y promociones efectuadas con anterioridad era de 4.000.000 de pesos. No obstante, en el presupuesto asignado para el año 2011 se fijaron 8.000.000 de pesos, en tanto que los incisos a) y b) del artículo 3º de la mencionada ley se refieren a la promoción para la construcción y equipamiento de establecimientos.


En tal sentido –lo decimos todos los años–, se considera que la ciudad de Córdoba y las zonas turísticas ya desarrolladas no necesitan de ese beneficio, que debiera ser asignado, más bien, a aquellas zonas turísticas en las que no se advierten intenciones de inversión para provocar, de ese modo, un crecimiento sostenido y armónico en toda la Provincia.


En concreto, señor presidente, se pide que consideren esta Ley Provincial 8860, ya que tienen el marco legal para una reducción en la alícuota de Ingresos Brutos para la hotelería y la gastronomía, similar a la de la industria, sin pretender que sea un 0,50 pero sí algo más justo, tal vez un 2 por ciento. También una reducción en los coeficientes de fijación de la base imponible en el Impuesto Inmobiliario para establecimientos hoteleros y gastronómicos, y que permita que ellos puedan invertir y desarrollar mejor calidad en los servicios y que, además, puedan pagar lo que corresponde, todo debidamente inscripto y dando cumplimiento al sistema fiscal. 

Desde ya le agradezco, señor presidente, esta invitación a la entidad para dar su opinión. 

Sr. Presidente (Heredia).- Agradezco su participación en representación de la Asociación Empresaria Hotelera y Gastronómica de Córdoba. 

Tiene la palabra el licenciado Eduardo Olguín, en representación del Partido Solidario.

Sr. Olguín.- Buenas tardes.


He asistido a numerosas audiencias y he señalado lo que me parece bien y también las cosas con las que no coincido con el Presupuesto.


Lo que he notado en los últimos años es que ha habido una especie de avance en la técnica presupuestaria. Siempre he afirmado que sería bueno que el Presupuesto sea técnicamente sólido y que después, en todo caso, surjan las diferencias relativas a en cuánto fijar los impuestos o en qué se gasta más y en qué se gasta menos, o sea, las diferencias políticas, pero lo bueno, repito, es que el Presupuesto sea técnicamente sólido.


Sin embargo, este año noto un retroceso en algunas cosas en que se había avanzado en años anteriores; se vuelve para atrás hasta en una suerte, diría, de esquizofrenia, porque cuando uno lee el mensaje de elevación, encuentra cosas con las cuales coincido y he venido diciendo desde hace mucho tiempo históricamente, por ejemplo, la necesidad de avanzar hacia un Presupuesto por objetivos y resultados, porque la Provincia o el Estado provincial no gastan plata solamente para darle de comer a los empleados públicos sino para prestar servicios y realizar transformaciones en la sociedad.


La idea de un Presupuesto por objetivos y resultados, donde los resultados justamente consisten en plantear cuál es el impacto de las políticas y el gasto en la sociedad, me parece muy buena.


Pero cuando uno comienza a ver cómo se manifiestan los programas, se ve que hay un problema, como un disloque entre la expresión y cómo se plasman realmente estas ideas.


Por otro lado, este Presupuesto viene trayendo un problema serio a mi juicio –como ya lo he manifestado en otras oportunidades-, como es un sistema tributario altamente regresivo. Inclusive, no hay información sobre una cuestión importante como es el Impuesto Inmobiliario Rural adicional, que es un “toque”·progresivo que tiene el sistema tributario, y tampoco se encuentra información sobre la recaudación. 


Además, se sigue un esquema donde los que más tienen más pueden, o los que más ganan no tributan de la forma en que tienden las modernas finanzas provinciales o estaduales. Entonces, uno encuentra que esta gestión, en ese sentido, sigue los lineamientos de la De la Sota, basándose sobre dos premisas fundamentales: el “efecto laffer” y el “efecto pigou”. El primero busca un aumento de la recaudación a partir de la caída de las alícuotas tributarias, que fue lo que guió a las políticas de Tatcher, de Reagan, de Bush, y que en Córdoba no se verifica. En cambio, hay un aumento de la recaudación, no ligado a un cambio cultural de los contribuyentes sino al esfuerzo que hace el Estado provincial en materia de fiscalización, estando dentro de un esquema clásico.


Podemos decir entonces que el efecto laffer no se dio en Córdoba, y que en la primera época provocó una caída grande en la recaudación de jurisdicción provincial que llevó a una dependencia de la jurisdicción nacional.


Recién en los últimos dos años la Provincia ha podido bajar, de más del 60 por ciento, los ingresos totales que venían de jurisdicción nacional, cuando históricamente la Provincia de Córdoba –por ser una provincia rica- ha estado en un parámetro 50/50. Este año, según lo manifestado por el Presupuesto, estaríamos en un 57,3 por ciento, por lo que –aunque trabajosamente- estamos saliendo de ese 60 por ciento que demuestra la gran dependencia del Gobierno nacional, fundamentalmente por un esfuerzo que se está haciendo en materia de fiscalización.


Por otro lado, el efecto pigou nos habla de que, si se liberan los sectores más pudientes de la sociedad de impuestos, se vería traducido en mayores inversiones. Las cuentas nacionales no muestran esto; las mismas ponen en evidencia que la Provincia de Córdoba tiene un comportamiento en materia de inversión, sobre todo en lo que tiene que ver con equipos durables que hacen a la mayor productividad, similar a la Provincia de Santa Fe que no tiene este tipo de política. 


Es más, el sector más beneficiado, que es el sector rural, no traduce esta línea o mejora impositiva en una transformación de las materias primas, lo que sería de esperar.


Tenemos una experiencia de casi 12 años, así que podemos decir que en Córdoba no se dio el efecto laffer ni tampoco el pigou, cuestión interesante en lo que hace a la planificación de la política.


Por otro lado, vemos una cuestión muy regresiva, que es la idea de que algunos fondos financiados por el sector rural vayan directamente a su beneficio, como es el caso de obras de gas, obras de infraestructura en general y caminos. Esto es muy reprobable porque significa que estamos cayendo en un esquema fiscal feudal, es decir, se tributa para el señorío, ergo, quienes tienen capacidad tributaria tienen posibilidades de obtener algunos beneficios. Si esto se generalizara no estaríamos viviendo en una sociedad viable, porque que exista esta visión feudal del impuesto, reniega con la idea de democracia y esto no tiene nada que ver con la misma, criterio que implicaría un atraso de más de mil años. 


Además, la extensión de la idea de que existan fondos nos lleva a una especie de “parcelamiento” del Presupuesto que, en general, la doctrina aconseja no hacerlo. Pero lo más reprobable de estos fondos específicos financiados por los sectores que más tienen para beneficio propio, vuelvo a recalcar, es un concepto netamente feudal que nada tiene que ver con una democracia.


Yendo a la parte del gasto, decía que hay algún retroceso. Por un lado, aparece una idea tan buena que ojalá se pueda llevar adelante y que es empezar a ver los resultados que se obtienen del gasto y, por otro lado, tenemos un déficit muy grande en la formulación de los programas que dice qué se pretende con ese programa. Si se falla en eso no se puede ver si se cumplen o no los objetivos o si se está haciendo lo que se quiere.


En ese sentido, me viene a la memoria un programa que dice “Participación ciudadana en las políticas de seguridad.” Si se fijan, advertirán que tiene dos renglones y permite gastar en lo que se le antoja. Es decir, cualquier gasto que se haga está bien porque no dice para qué; tiene el titulito y luego dos rengloncitos. Una pobreza total.


Después aparece una moda que había impuesto el ex Gobernador De la Sota y que había desaparecido, que son esos programas que quedan lindos, son bonitos y explican políticas buenas, pero cuando se mira el monto anual que se destina, advierte que es muy poco lo que se puede hacer. Al respecto, me viene a la memoria la gestión de áreas protegidas, a la que se destinan 10 mil pesos en todo el año en una Provincia extensa como Córdoba. También me viene a la memoria la auditoría a las empresas que generan residuos peligrosos, a lo que se destinan 10 mil pesos; muy poco se puede hacer con ese monto para todo el año.


Como estos van a encontrar un montón de programas y, sobre todo, subprogramas a los que se les destinan entre 10 y 20 mil pesos, realmente uno se pregunta qué pueden hacer con esos montos. 


Una de las características del Presupuesto es que se ha abierto en una gran cantidad de subprogramas, lo que no es ni bueno ni malo mientras tengan legitimidad, pertinencia y que está haciendo algo importante.


Analizando la formulación de los Programas se pueden encontrar falencias en los objetivos y las metas. Estas últimas son una cuantificación y significa tanto de esto y tanto de aquello. En ese sentido, debo señalarles que lo que me dio risa fue lo establecido en el área de Cultura. Van a encontrar que al final, donde dice “Metas”, expresa textualmente “Cantidad de Convenios”, “Cantidad de Talleres”, “Cantidad de Reuniones”. La sensación que me da al leer esto es que se trata de un blooper porque se ha copiado el instructivo que se envía desde el Ministerio de Finanzas y no han reemplazado la palabra por el número que corresponde. De esta forma, en lugar de “cantidad” se debiera haber colocado el número de convenios, de talleres o de reuniones que se prevén en el Presupuesto. Traten de corregirlo porque ustedes van a tener que aprobar esto. Prácticamente todos los subprogramas de Cultura son muy vagos, muy poco precisos y culminan con este blooper donde no se indica la cantidad sino que sólo figura la palabra.


En orden de imprecisión le siguen Ciencia y Técnica y Medio Ambiente. Esto es grave porque significa que no se sabe bien qué es lo que se quiere hacer y se mencionan aspectos globales; pero, a la hora de definir objetivos y metas fracasan.


Para ser justos, todo lo contrario ocurre con Salud porque se establecen perfectamente la cantidad de tomografías, de consultas y de determinadas prácticas. Es el área que más avanza en la idea de determinar las metas. Le falta un poquito, pero está a un tris de cumplir con lo que se expresa en la nota de elevación, que es ver el impacto, es decir, ver cómo se van modificando las tasas de morbilidad con la aplicación de estos programas. Entonces, Salud está a un tris de lograr el objetivo, pero es la única; luego viene Educación. 


Luego surge otro aspecto que había desaparecido pero que ahora, desgraciadamente, apareció de nuevo; se trata de la idea de utilizar un subprograma denominado “Otros bienes de consumo y otros servicios no personales”. Esto no dice nada. Voy a dar ejemplos de casos que me llamaron la atención: en Educación, en el Programa Permanente de Capacitación de la Tecnología INET, 10 millones de “servicios no personales”, “otros servicios no personales”; creo que no es necesario ser contador para darse cuenta de que no se puede tener una cifra como ésta y no se discrimine. En Salud, en el Programa Central que maneja el Ministro, hay 12 millones en “bienes de consumos”, “otros bienes de consumos”; el otro paradigmático es el Programa del nuevo Sistema Electoral que tiene 6 millones de pesos en “otros servicios no personales”. Parece que “otros servicios no personales” es algo que les gusta. 

En los hospitales tenemos rubros de más de un millón de pesos en “otros servicios no personales”. Lo voy a medir con la misma vara que la Administración Pública, por ejemplo, en el Programa 717 del Ministerio de Finanzas, que son abastecimientos comunes en toda la Provincia, no hay un solo peso en “otros servicios no personales” y “otros bienes de consumo”; lo cual quiere decir que se tiene buena técnica presupuestaria, o si se quiere se puede precisar hasta hacerlo desaparecer.


Me parece interesante para ustedes, como legisladores y responsables del Presupuesto -porque el Ejecutivo manda pero el que aprueba son los legisladores-, poner algunos topes, por ejemplo, no puede existir la partida “Bienes de Consumo” el ciento por ciento compuesta por la subpartida “otros bienes de consumo”, no puede estar “servicios no personales” el ciento por ciento compuesta por la subpartida “otros servicios no personales”.


También sería interesante que se adopte una norma generalmente establecida de la contabilidad, que señala que los gastos generales en un balance no pueden superar el diez por ciento, que estas subpartidas no pueden ser de más del diez por ciento y, me atrevería a más en forma nominal, no pueden ser más de cien mil pesos de “otros servicios no personales”. Me parece que están haciendo muy poco esfuerzo por desligar esto.


Esto quiere decir que cuando se empieza a avanzar –como dice la nota de elevación del Señor Gobernador- hacia un Presupuesto de mayor transparencia y eficacia en la gestión, este tipo de rubros permiten cualquier gasto; por lo tanto, no estamos avanzando en la premisa general. Por eso, es un Presupuesto que muestra esta dicotomía a la hora de ver la población de los programas; dice poco y no nos va a permitir ver si se avanza en el sentido de lograr el resultado del gasto.


Esta gestión, la del Gobernador Schiaretti, inaugura una modalidad que es la de las “transferencias”, que son regalos que hace la administración al sector privado. Hay un aumento muy grande durante esta gestión de las transferencias hacia ese sector. Las transferencias en sí no son ni buenas ni malas, pero requieren –y por lo menos no tengo conocimiento de que haya ocurrido- de un mayor control; cuando se compran bienes, habrá que ver si se compraron o no; cuando se va a “servicios no personales” habrá que ver si se pagó o no la luz o el teléfono, pero lo cierto es que las transferencia son mucho más difíciles de controlar y es un rubro que está superando los 300 millones de pesos al año, además -como dije- van al sector privado, excluyendo las transferencia a Educación.

Por ejemplo, hay lugares que son paradigmáticos; Ciencia y Técnica es impresionante la cantidad de transferencias y encima con una muy mala formulación del proyecto, no se sabe que resultado se espera de ellas; en algunos programas de Bienestar Social pasa más o menos lo mismo, algunos están bien hechos, dicen la cantidad de peso por beneficiario durante determinada cantidad de tiempo, pero otros quedan a criterio del administrador o el director que maneja ese programa.

Me preocupa este retroceso y dicotomía en los programas, que se da entre la voluntad que expresa el Gobernador en su carta de elevación y los programas efectivamente realizados, algunos de los cuales tendrían que ser revisados –como estos bloopers donde ponen cantidad de talleres o los servicios no personales excesivamente grandes-, y la mala formulación de algunos proyectos que no dicen nada. Cuando estamos frente a programas de este tipo cualquier gasto que se haga está bien.


Entonces, como están puestos concretamente los programas el Presupuesto puede transformarse el año que viene en un colador, donde el gasto sea totalmente indiscriminado.


Para terminar, respecto al esfuerzo fundamental del Gobierno para el año que viene en educación, se encuentran metas cuantificadas en el sentido de tantas notebooks, tantas maestras o profesores coordinadores, tantos profesores capacitadores, tantas aulas; pero no hay metas específicas. La Provincia está haciendo un esfuerzo que representa el 42 por ciento del Presupuesto y las autoridades de Educación no dicen para qué. Nos interesa saber en qué influye en el conocimiento y el aprendizaje la notebook, porque todos podemos tener notebooks y seguir siendo analfabetos; podemos poner aires acondicionados en todas las aulas, pero si no hay un proyecto pedagógico no vamos a lograr mayor aprendizaje. Me causa preocupación por el esfuerzo fundamental que hace el Gobierno en educación para el año que viene, sin que existan metas específicas de educación.


Si vamos a Brasil o Chile –no hago referencia a Alemania o Suiza-, midiéndonos entre “sudacas”, como se dice vulgarmente, encontramos que colocan metas en matemáticas y lenguas. En nuestro caso, desgraciadamente no aparece esa visión para que nos permita saber si vamos caminando en el sentido que queremos; porque no es el objetivo en sí mismo que tengamos muchas aulas o netbooks; tenemos un objetivo de educación y eso no aparece.


Gracias.

Sr. Presidente (Heredia).- Muchas gracias, licenciado Olguín por su participación en representación del Partido Solidario.


Agradezco una vez más por la participación de todos los disertantes y la presencia de los legisladores, dando por terminada esta Audiencia Pública.

-Es la hora 15.32.

Graciela Noemí Maretto – Silvana Sabatini

Directoras del Cuerpo de Taquígrafos

